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SUPERINTENDENCIA DEL SISTEMA FINANCIERO

SAN SALVADOR, EL SALVADOR, C.A.


DECRETO No. 181 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR, 

CONSIDERANDO:

I. Que el artículo 101, de la Constitución, establece que el orden económico debe responder esencialmente a principios de justicia social, que tiendan a asegurar a todos los habitantes del país una existencia digna del ser humano; además establece que al Estado salvadoreño le corresponde promover el desarrollo económico y social mediante el incremento de la producción, la productividad y la racional utilización de los recursos, así como fomentar los diversos sectores de la producción y defender el interés de los consumidores. 

II. Que el artículo 102, inciso 1o. de la Constitución garantiza la libertad económica, en lo que no se oponga al interés social. 

III. Que el monto de las operaciones que se realizan a través de las tarjetas de crédito y el número de personas que utiliza esta forma de pago son significativamente crecientes, siendo de gran importancia en el desarrollo de las actividades económicas del país. 

IV. Que es necesario fortalecer las competencias y otorgar herramientas legales a la Superintendencia del Sistema Financiero, Superintendencia de Obligaciones Mercantiles y al Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo para que puedan fiscalizar eficazmente las contrataciones y operaciones del sistema de tarjetas de crédito; así como a la Defensoría del Consumidor en la protección de los derechos de los consumidores; todo con miras a establecer un sistema justo y equitativo en donde se garantice la libre competencia en igualdad de condiciones y la transparencia del mercado que asegure las operaciones y el conocimiento de la forma en que opera el sistema a todas las partes involucradas en el mismo. 

V. Que la contratación, emisión y operación del sistema de tarjetas de crédito, no se encuentran suficientemente reguladas por el derecho positivo salvadoreño, lo que fundamenta la creación de un cuerpo legal especializado en el que se definan los parámetros de las actividades de los emisores, coemisores, comercios o instituciones afiliadas y tarjeta habientes. 

POR TANTO, En uso de sus facultades constitucionales y a iniciativa de los Diputados y Diputadas: Shafik Jorge Handal (Q.E.P.D.) (Período Legislativo 2000-2003), Antonio Echeverría Veliz, Blanca Noemí Coto Estrada, Francisco Roberto Lorenzana Durán, Ileana Rogel (Período Legislativo 2000-2003), Celina Monterrosa (Período Legislativo 2000-2003), Isolina de Marín (Período Legislativo 2000-2003), Jorge Villacorta (Período Legislativo 2000-2003), Noé González (Período Legislativo 2000-2003), José Salvador Arias Peñate (Período Legislativo 2006-2009) y Jorge Jiménez (Período Legislativo 2003-2006). Y con el apoyo de los Diputados y Diputadas: Enrique Alberto Luis Valdés Soto, Elizardo González Lovo, Miguel Elias Ahues Karra, Inmar Rolando Reyes, Manuel Rigoberto Soto Lazo, Eduardo Enrique Barrientos Zepeda, Guadalupe Antonio Vásquez Martínez, José Serafín Orantes Rodríguez, Francisco José Zablah Safie, Douglas Leonardo Mejía Avilés, Segundo Alejandro Dagoberto Marroquín, Misael Mejía Mejía, José Margarito Nolasco Díaz, Santos Eduviges Crespo Chávez, Santos Adelmo Rivas Rivas, Ciro Cruz Zepeda Peña, Othon Sigfrido Reyes Morales, José Francisco Merino López, Cesar Humberto García Aguilera, Roberto José D’aubuisson Munguía, Sandra Marlene Salgado García, Irma Lourdes Palacios Vásquez, Karla Gicela Abrego Cáceres, Héctor Antonio Acevedo Moreno, Marta Lorena Araujo, José Orlando Arevalo Pineda, Ana Vilma Castro De Cabrera, Erick Ernesto Campos, José Vidal Carrillo Delgado, Darío Alejandro Chicas Argueta, José Alvaro Cornejo Mena, Norma Cristina Cornejo Amaya, Valentín Arístides Corpeño, Rosa Alma Cruz de Henríquez, Raúl Omar Cuéllar, Carmen Elena Calderón Sol de Escalón, Osmin López Escalante, José Rinaldo Garzona Villeda, Ricardo Bladimir González, José Armando Grande Peña, José Nelson Guardado Menjivar, Iris Marisol Guerra Henríquez, Santos Guevara Ramos, Jaime Ricardo Handal Samayoa, Jorge Schafik Handal Vega Silva, Juan Carlos Hernández Portillo, Rafael Antonio Jarquin Larios, Benito Antonio Lara Fernández, Hortensia Margarita López Quintana, Mildred Guadalupe Machado Argueta, Atilio Marín Orellana, Mario Marroquín Mejía, Guillermo Francisco Mata Bennett, Alexander Higinio Melchor López, Manuel Vicente Menjivar Esquivel, Erik Mira Bonilla, Edgar Alfonso Montoya Martínez, Rafael Ricardo Moran Tobar, Ana Virginia Morataya Gómez, Yeymi Elizabett Muñoz Moran, Rubén Orellana, Orestes Fredesman Ortez Andrade, Gaspar Armando Portillo Benítez, Zoila Beatriz Quijada Solís, Carlo René Retana Martínez, Javier Ernesto Reyes Palacios, Gilberto Rivera Mejía, Jackeline Noemí Rivera Avalos, Abilio Orestes Rodríguez Menjivar, Sonia Margarita Rodríguez Sigüenza, Mauricio Ernesto Rodríguez, Ana Silvia Romero Vargas, Marcos Francisco Salazar Umaña, Patricia María Salazar Mejía, Rodrigo Samayoa Rivas, Misael Serrano Chávez, Cesar Humberto Solórzano Dueñas, Karina Ivette Sosa de Lara, Mario Alberto Tenorio Guerrero, Jaime Gilberto Valdez Hernández, Patricia Elena Valdivieso de Gallardo, Ramón Arístides Valencia Arana, Donato Eugenio Vaquerano Rivas, Esdras Samuel Vargas Pérez, María Margarita Velado Puentes. 

DECRETA, la siguiente: 

LEY DEL SISTEMA DE TARJETAS DE CRÉDITO 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 

Objeto de la Ley 

Art. 1.- La presente Ley establece el marco jurídico del sistema de tarjetas de crédito y consecuentemente regula las relaciones que se originan entre todos los participantes del sistema, así como de estos participantes con el Estado. 

Se entenderá por sistema de tarjetas de crédito, al conjunto complejo y sistematizado de contratos individuales, cuya función principal consiste en servicios de administración de cuentas, de tarjetahabientes y comercios o instituciones afiliadas al sistema, a partir de un contrato de apertura de crédito; y su finalidad es posibilitar a los tarjetahabientes la realización de operaciones de compra de bienes y servicios en comercios o instituciones afiliadas al sistema o anticipo de dinero en efectivo en instituciones financieras y en dispensadores autorizados por el emisor; y que, los tarjetahabientes son responsables del pago al emisor, y éste a los adquirientes, quienes a su vez pagan a sus comercios o instituciones afiliadas, de acuerdo a los términos de los contratos, incluyendo los tipos de emisiones de tarjetas de crédito que limitan su uso a un solo comercio o institución afiliada. 

Definiciones 

Art. 2.- Para los fines de la presente Ley se entenderá por: 

a) Emisor: Es la entidad o institución que emite u opera en el país, tarjetas de crédito a favor de personas naturales o jurídicas. 

b) Coemisor, administrador o gestor de tarjeta de crédito: Persona jurídica que, en virtud de un contrato, efectúa la administración o gestión de las operaciones con tarjetas de crédito, quién podrá encargarse, por cuenta del emisor, de la colocación, contratación y cobro de las mismas. 

c) Titular de la tarjeta o tarjetahabiente: La persona natural o jurídica habilitada para el uso de la tarjeta de crédito y quien se hace responsable de todos los cargos y consumos realizados personalmente o por los autorizados por el mismo. 

d) Titular adicional, o beneficiario de extensiones: Es la persona autorizada por el titular para realizar operaciones con tarjeta de crédito, a quien el emisor o coemisor le entrega un instrumento de similares características que al titular. 

e) Tarjeta de crédito: Es un medio o documento privado, firmado, nominativo e intransferible, resultante de un contrato de apertura de crédito que permite al titular o tarjetahabiente utilizarlo como medio de pago para adquirir bienes y servicios en comercios o instituciones afiliadas o retirar dinero en efectivo en instituciones financieras y en dispensadores autorizados por el emisor. 

f) Comercio o institución afiliada: Es el ente que en virtud del contrato celebrado con el Adquiriente, proporciona bienes y servicios o dinero en efectivo al tarjetahabiente aceptando percibir el importe de éstos mediante el sistema de tarjeta de crédito. 

g) Adquiriente: Es la entidad que brinda el servicio de autorización y liquidación de operaciones a los comercios o instituciones afiliadas. 

h) Intereses: Precio que se cobra por la utilización de la disponibilidad de crédito sobre el saldo de capital desembolsado, ya sea por la adquisición de bienes o servicios, o por retiro de dinero en efectivo. 

i) Comisión: Es la remuneración que paga el comercio afiliado por su participación en el sistema de tarjetas de crédito, en razón de los bienes y servicios o dinero en efectivo que proporciona al tarjetahabiente; así como también, el importe que tratándose del tarjetahabiente, se cobra por un servicio adicional efectivamente prestado por el emisor y que no sea inherente al producto o servicio contratado por el cliente y deberá estar previamente pactado en los contratos de apertura de crédito. 

j) Recargo: Es una sanción de carácter económico que aplican los emisores o coemisores a sus tarjetahabientes por incumplimiento de sus obligaciones contractuales. El cual deberá estar previamente pactado en el contrato de apertura de crédito para que sea conocido y aceptado por los tarjetahabientes. 

k) Número de Cuenta o número interno de inscripción: Es el asignado a la cuenta principal del tarjetahabiente, pudiendo ser éste igual o diferente en la tarjeta de crédito, asegurando una mejor identificación de la tarjeta con el usuario. 

l) Derechos colectivos: Aquéllos que son comunes a un conjunto determinado o determinable de tarjetahabientes, vinculados con un emisor o coemisor por una relación contractual. 

m) Derechos difusos: Aquellos que son comunes a un conjunto indeterminado de tarjetahabientes afectados en sus intereses. 

n) Tasa de interés efectiva: Costo anual total de financiamiento sobre el capital prestado, expresado en términos porcentuales anuales; que para fines informativos y de comparación, incorpora la totalidad de los cargos inherentes al financiamiento recibido. Incluye intereses, comisiones y recargos que el tarjetahabiente está obligado a pagar conforme al contrato. 

o) Intereses Bonificables: Son los Intereses generados desde la última fecha de corte a la fecha de corte actual, los cuales son dispensados por el emisor o coemisor al pagarse el saldo de contado. 

Autorización para emitir o coemitir tarjetas de crédito 

Art. 3.- Los créditos al público a través de la emisión o coemisión de tarjetas de crédito se realizarán únicamente por personas jurídicas domiciliadas en el país, constituidas conforme a las leyes respectivas y personas jurídicas extranjeras, previamente autorizadas por el organismo fiscalizador respectivo, en cuyo país de origen exista regulación y supervisión prudencial de conformidad a los usos internacionales y que además hayan suscrito convenios de entendimiento y cooperación entre los entes supervisores. 

Para poder ofrecer al público aperturas de crédito a través del uso de tarjetas de crédito, los modelos de los contratos y las características que tendrá cada emisión, deberán ser depositados en la Superintendencia del Sistema Financiero, en la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles o en el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo según corresponda, para su respectiva autorización y registro. 

Entidades Fiscalizadoras 

Art. 4.- La fiscalización de los emisores, coemisores, administradores o gestores de tarjetas de crédito corresponderá a la Superintendencia del Sistema Financiera, cuando éstos sean bancos, sociedades miembros de un conglomerado financiero, Bancos Cooperativos, Sociedades de Ahorro y Crédito, Federaciones de Bancos Cooperativos y otras sociedades que de conformidad a sus respectivas leyes estén sujetas a su supervisión, teniendo dicha Superintendencia la facultad de emitir las normas técnicas para facilitar la aplicación de esta Ley. 

Corresponderá a la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles fiscalizar a las personas jurídicas sometidas a su vigilancia de conformidad a su Ley de creación, cuando éstas emitan, administren o gestionen tarjetas de crédito; y podrá dictar las normas técnicas necesarias para facilitar el cumplimiento de esta Ley. 

Corresponderá al Instituto Salvadoreño de fomento Cooperativo fiscalizar a las Asociaciones Cooperativas de Ahorro y Préstamo cuando estén autorizadas para emitir, administrar o gestionar tarjetas de crédito; y deberá cumplir con las normas técnicas emitidas por la Superintendencia del Sistema Financiero para el cumplimiento de esta Ley. 

Los entes supervisores en el desarrollo de su labor de fiscalización y vigilancia de los emisores o coemisores de tarjetas de crédito, en el ámbito de su competencia, deberán informar a la Defensoría del Consumidor sobre los hechos que a ésta le corresponda conocer conforme a su Ley de creación. De igual manera la Defensoría del Consumidor, cuando sea pertinente, deberá informar a la Superintendencia respectiva. 

CAPÍTULO II 

DE LA TARJETA DE CRÉDITO Y DEL CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO 

Contenido de la tarjeta de crédito 

Art. 5.- Las tarjetas de crédito titular y adicional se emitirán a nombre de una persona natural o de una persona jurídica, con carácter intransferible y deberán contener la siguiente información mínima: 

a) Nombre y firma cuando el titular sea persona natural. 

b) Razón o denominación social cuando el titular sea persona jurídica. En este caso deberá adicionarse el nombre y firma de la persona natural autorizada para su uso. 

c) Marca de la tarjeta. 

d) Fecha de emisión y vencimiento. 

e) Denominación de la institución emisora, coemisora o ambas de la tarjeta de crédito. 

f) Numeración codificada de la tarjeta de crédito. 

g) Número de cuenta o número interno de inscripción. También se podrá incluir códigos, claves y demás características técnicas que permitan su adecuada utilización, cuando operen con cajeros automáticos u otros dispositivos electrónicos. Es responsabilidad del titular o de la persona natural autorizada firmar la tarjeta de crédito en el momento que la reciba. 

Cláusulas del contrato de apertura de crédito 

Art. 6.- La emisión de tarjetas de crédito, se hará con base a un contrato de apertura de crédito, mediante el cual, el emisor autoriza al tarjetahabiente la adquisición de los bienes y servicios, y en su caso, retiro de dinero en efectivo en los establecimientos autorizados por el emisor o coemisor, obligándose el acreditado a cancelar las cantidades a su cargo, de acuerdo a lo estipulado en dicho contrato. El contrato debe contener como mínimo, cláusulas referidas a lo siguiente: 

a) Identificación de las partes contratantes. 

b) Objeto del contrato. 

c) Finalidad, disposición, ámbito geográfico de uso y límite del crédito. 

d) Plazo del contrato y del financiamiento. 

e) Determinación precisa y clara de la tasa de interés, así como, recargos y comisiones; o, la tasa de interés moratorio cuando así se aplicare. 

f) Forma de pago. 

g) Derechos y obligaciones de la entidad emisora y del tarjetahabiente. 

h) Reglas relativas a los estados de cuenta, incluyendo las reglas sobre la fecha de corte y la fecha de vencimiento de pago mensual. 

i) Cláusulas relativas a las tarjetas de crédito adicionales: emisión, límites, funcionamiento y responsabilidad. 

j) Manera de proceder en caso de robo, sustracción, perdida o fraude de la tarjeta. 

k) Causales de terminación o caducidad del contrato. 

l) Solicitud de suspensión temporal del uso de la tarjeta o terminación del crédito por parte del tarjetahabiente. 

m) Solicitud de suspensión temporal por parte del emisor. 

n) Forma en que se determinará el pago mínimo y cómo se operará el plazo del crédito o período otorgado para el pago de los fondos utilizados. 

o) Las demás establecidas en las leyes vigentes. 

Condiciones para la elaboración de los contratos 

Art. 7.- El contrato deberá reunir las siguientes condiciones: 

a) Ser redactado en idioma castellano. 

b) Redactarse claramente y con una sola tipografía fácilmente legible a simple vista, como mínimo en un tamaño de letra 10. 

c) El emisor deberá entregar tantas copias del contrato y sus anexos como partes intervengan en el mismo. El emisor deberá poner a disposición del tarjetahabiente los modelos de contratos de aperturas de crédito, previo a su celebración. 
d) Los contratos que utilice el emisor o coemisor deberán ser los contratos modelos autorizados y depositados en la Superintendencia del Sistema Financiero, en la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles o en el Instituto Salvadoreño de fomento Cooperativo según corresponda. 
e) En ningún caso podrá contener remisiones a textos o documentos que no se entreguen al tarjetahabiente previa a la celebración del contrato. f) Todo seguro que el tarjetahabiente desee contratar, deberá cumplir con lo establecido en la Ley de Sociedades de Seguros y la Ley de Protección al Consumidor. Dicho seguro deberá cubrir totalmente las obligaciones y los daños ocasionados al tarjetahabiente de acuerdo a la cobertura contratada. El tarjetahabiente deberá recibir una copia del contrato del seguro adquirido en el momento de su suscripción. Las cláusulas del contrato no podrán variarse unilateralmente. 
Contratación indiscriminada 

Art. 8.- Se prohíbe a los emisores o coemisores la contratación indiscriminada, es decir, sin que preceda un estudio de crédito de cada posible tarjetahabiente, que lo califique, atendiendo a su capacidad de pago. Lo mismo deberá ser aplicable previo al otorgamiento de extrafinanciamiento, incremento del límite de crédito, refinanciamientos o reestructuraciones. El estudio en mención deberá quedar documentado. 

La contravención a lo dispuesto en el presente artículo, será sancionada con el límite máximo de multa y en caso de reincidencia se procederá a la cancelación de la autorización para emitir o coemitir tarjetas de crédito, de conformidad al régimen sancionatorio y procedimiento de aplicación establecido en la presente Ley. 

Firma del contrato y su modificación 

Art. 9.- El contrato entre el emisor o coemisor y el titular se perfecciona mediante la firma del documento. La solicitud de la emisión de la tarjeta de crédito no genera responsabilidad alguna. 

Los cambios en las condiciones contractuales que se deseen realizar después de la firma del contrato se deben notificar al titular y al fiador o codeudor en su caso, con cuarenta y cinco días de anticipación, a través del estado de cuenta, quienes tienen que expresar su aprobación en forma escrita, si son aceptadas las nuevas condiciones entrarán en vigencia treinta días después a partir de tal aceptación; en caso contrario se entenderán por no aceptadas. 

En caso de no ser aceptados los cambios en las condiciones contractuales por alguno de ellos, se podrá dar por terminada la relación contractual y se procederá de acuerdo a lo establecido en el artículo 14 de esta Ley. 

En todo caso, la tasa de interés no podrá modificarse durante los primeros seis meses del contrato, salvo que sea en beneficio del tarjetahabiente. 

Las cláusulas del contrato no podrán variarse unilateralmente.

Compensación de deudas 
Art. 10.- La entidad emisora o coemisora que además realice otras operaciones financieras con el tarjetahabiente, no podrá compensar las deudas de éste, con los fondos de esas operaciones, a menos que exista una autorización por escrito de parte del tarjetahabiente. Dicha autorización debera constar en un documento aparte del contrato principal. 
Tarjeta adicional 
Art. 11.- Las tarjetas de crédito adicionales a la tarjeta principal, sólo podrán emitirse con la autorización por escrito de su titular, y su uso se regulará bajo las mismas condiciones del contrato original. 
Los emisores o coemisores de tarjetas de crédito no podrán por ningún motivo bloquear las tarjetas principales o adicionales cuando se ha contratado el seguro, sin autorización previa del titular, salvo lo establecido en esta Ley. El emisor o coemisor deberá notificar al tarjetahabiente de cualquier operación irregular detectada. 
Autorización de pago 
Art. 12.- Las instituciones autorizadas para la emisión o coemisión de tarjetas de crédito debitarán a la cuenta del tarjetahabiente el importe de los bienes y servicios que adquiera y retiros en efectivo que realice utilizando la misma, conforme a las autorizaciones de pago que el tarjetahabiente suscriba o acepte por cualquier otro medio, así como los intereses, comisiones y recargos acordados en el contrato. 
Certificación de saldo adeudado 
Art. 13.- La certificación del saldo adeudado, extendida por el auditor externo de la institución emisora junto con el visto bueno del gerente de la misma, hará fe en juicio, salvo prueba en contrario, para la fijación del saldo a cargo del acreditado. 
Queda prohibido el uso de títulos valores o documentos en blanco como medio para garantizar la obligación a cargo del titular. 
Terminación de la relación contractual 
Art. 14.- Por voluntad propia o por la causal definida en el Artículo 9 de la presente Ley, el titular podrá solicitar la terminación de la relación contractual comunicando por escrito su voluntad al emisor o coemisor, en cuyo caso la entidad emisora o coemisora deberá en el acto acusar de recibo dicho documento y entregar una constancia del saldo de la cuenta a la fecha. Los efectos jurídicos provenientes del contrato en ese momento cesarán, siempre y cuando no exista saldo alguno pendiente de liquidar. 
En el caso que exista saldo a cargo del titular, éste deberá cancelarse según lo convenido en el contrato o en cualquier otra forma que se haya pactado con el emisor o coemisor durante los plazos que faltaren para la terminación del contrato, por consiguiente, el emisor o coemisor quedará inhibido de hacer nuevos cargos por el uso de la tarjeta de crédito, salvo las operaciones en curso pendientes de aplicar. Dicha tarjeta de crédito quedará inhabilitada. 
Una vez cancelado el saldo adeudado pendiente el emisor o coemisor entregará, a más tardar dentro de las veinticuatro horas siguientes, la cancelación de la tarjeta y el finiquito respectivo. 
Cláusulas sin efecto legal 
Art. 15.- Sin necesidad de pronunciamiento judicial o administrativo, no producirán ningún efecto jurídico y por lo tanto, deberán entenderse como inexistentes las cláusulas siguientes: 
a) Las que dispongan la renuncia por parte del titular a cualquiera de los derechos que otorga la Constitución de la República, las leyes de la República y los tratados internacionales ratificados por El Salvador; y, las que impliquen exoneración de responsabilidad de cualquiera de las partes que intervengan directa o indirectamente en la relación contractual. 
b) Las que faculten al emisor o coemisor a modificar unilateralmente las condiciones del contrato.
 c) Las que impongan doble cargo por el mismo hecho generador, como por ejemplo imponer doble penalidad por mora, por gestión de cobro administrativo o extrajudicial en caso de mora y costas procesales. 
d) Las que impongan costos al tarjetahabiente por las gestiones que el emisor o coemisor lleve a cabo como medida de seguridad en caso de pérdida, sustracción o caducidad de la tarjeta. 
e) Las que comprometan al tarjetahabiente a la adquisición de otro bien o servicio, que no sea complementario al uso de la tarjeta de crédito. 
f) Las adicionales no autorizadas en el contrato modelo por la Superintendencia del Sistema Financiero, por la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles o por el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo según corresponda. 
Comisiones 
Art. 16.- El emisor o coemisor no podrá fijar o aplicar comisiones que no hayan sido pactadas mediante el contrato con el titular, excepto aquellas que el titular acepte y comunique por escrito.
No podrán establecerse comisiones discriminatorias, por tanto, las comisiones que cobre el emisor o coemisor para iguales condiciones, tipo de tarjeta y servicio prestado, tendrán el mismo valor para todos los tarjetahabientes. 
El ente supervisor respectivo deberá supervisar y fiscalizar preventivamente el cumplimiento de este artículo, ya sea durante el proceso de depósito de los modelos de los contratos o cuando se desee realizar cambios en las condiciones contractuales. 
Cobro de intereses pactados 
Art. 17.- Los emisores o coemisores de tarjetas de crédito, deben cobrar a los tarjetahabientes sólo los intereses, comisiones y recargos que hubiesen sido pactados con el tarjetahabiente, en los términos y formas establecidos en el contrato, y conforme a la Ley. Los intereses serán calculados sobre el saldo de capital adeudado y no serán capitalizables en ninguna forma, ni podrán calcularse sobre comisiones ni recargos. 
Condiciones de los intereses 
Art. 18.- Las operaciones que puedan derivarse del uso de la tarjeta de crédito por parte del tarjetahabiente estarán sujetas a las siguientes condiciones: 
a) No se puede cobrar intereses que no hayan sido devengados. 
b) El cómputo de los intereses se hará a partir de la fecha en que el tarjetahabiente retire dinero en efectivo o adquiera los bienes o servicios en comercios o instituciones afiliadas al sistema; salvo disposición en contrario en beneficio del deudor. Si el tarjetahabiente pagare de contado dentro del plazo fijado en el estado de cuenta gozará de los intereses bonificables. 
c) Los intereses se calcularán solamente sobre el saldo de capital adeudado. 
d) Las operaciones de extrafinanciamiento deberán cumplir con las condiciones establecidas en las normas de la Superintendencia del Sistema Financiero para préstamos personales y en base a lo contratado por el emisor o coemisor y el tarjetahabiente. No obstante lo establecido anteriormente, la cuota de pago del extrafinanciamiento estará separada del pago de las operaciones normales generadas por el uso de la tarjeta. 
e) Sólo procederá el sobregiro originado por la adquisición de bienes y servicios o retiro de dinero en efectivo por parte del tarjetahabiente y se le aplicará las condiciones de intereses, comisiones y recargos existentes para las operaciones normales dentro del límite establecido en el contrato. 
Todo pago efectuado por el tarjetahabiente en el uso de la tarjeta de crédito, se imputará en la prelación siguiente: intereses, comisiones y recargos; el remanente, si lo hubiere, a capital. 
Tasa de interés 
Art. 19.- Los emisores o coemisores establecerán las tasas de interés efectivas. 
Para el cálculo y determinación de las tasas de interés efectivas para tarjetas de crédito, será definida la metodología y los parámetros en norma técnica emitida por la Superintendencia del Sistema Financiero para tal efecto. 
Los emisores o coemisores deberán comunicar al respectivo organismo de supervisión, la tasa máxima de interés efectiva por tipo de producto mensualmente y cada vez que se modifique; estas tasas de interés efectivas deberán ser publicadas con la periodicidad y en los momentos que el ente supervisor respectivo lo determine. Los emisores o coemisores deberán incluir la tasa máxima de interés efectiva en la publicidad comercial de cada una de las tarjetas de crédito y en las publicaciones, en el mayor tamaño de tipo de letra que contenga la referida publicidad. 
No se cobrarán intereses en los distintos productos de las tarjetas de crédito cuando la totalidad de las compras realizadas en el ciclo de facturación, sean pagadas antes de la siguiente fecha de pago establecida por el emisor o coemisor. 
En todo caso, la tasa de interés no podrá modificarse durante los primeros seis meses del contrato. 
Los entes supervisores estarán facultados para tomar medidas preventivas que eviten abusos que afecten a los tarjetahabientes. 
Los emisores o coemisores estarán sujetos a lo previsto en la Ley de Protección al Consumidor, en la Ley de Competencia y en las demás leyes de la República. 
Recargos 
Art. 20.- Procederá el interés moratorio o recargo por incumplimiento de pago cuando no se abone el pago mínimo del estado de cuenta en la fecha de vencimiento de pago mensual. En ningún momento podrán aplicarse ambos. No procederán dos cobros por un mismo hecho generador. 
Cuando se trate de intereses moratorios, éstos se calcularan solamente sobre el monto de capital de la cuota en mora, de acuerdo a los días en mora, y de conformidad a la tasa de interés moratoria publicada por el emisor o coemisor, no excediendo a la tasa de interés moratoria de los préstamos personales publicados por la Superintendencia del Sistema Financiero. 
Cuando se cobre el recargo por incumplimiento de pago, el mismo se cobrará únicamente si el monto de la cuota en mora es igual o mayor a cinco dólares y el mismo se calculará en un porcentaje no mayor del cinco por ciento del pago mínimo del estado de cuenta correspondiente. 
El emisor o coemisor establecerá un límite máximo al monto de recargo moratorio que publicará de conformidad con esta Ley. Cuando la fecha de vencimiento de pago mensual sea un día de cierre bancario, un día feriado, un día de asueto nacional, fines de semana, o que no existiere el sistema informático o la posibilidad para poder efectuar el pago, la fecha de pago se prorroga al siguiente día hábil. 
El emisor o coemisor no podrá realizar otros cobros relacionados con el hecho que genero el recargo. 
Información al público 
Art. 21.- El emisor o coemisor deben exhibir al público en sus establecimientos y publicidad: la tasa de interés nominal máxima, efectiva máxima, tasa de interés moratoria máxima, comisiones y recargos, aplicables a cada tipo de tarjetas que emitan. 
Cómputo de los intereses 
Art. 22.- El cómputo de los intereses se efectuará utilizando el método del interés simple sobre saldos diarios del capital adeudado durante el plazo establecido del crédito y a la tasa de interés vigente; utilizando como base el año calendario y considerando los días efectivamente transcurridos en cada operación realizada. 
CAPÍTULO III 
DEL ESTADO DE CUENTA 
Envío del estado de cuenta 
Art. 23.- La entidad emisora o coemisora deberá enviar o poner a disposición del titular, sin cargo alguno, un estado de cuenta actualizado a una fecha predeterminada de cada mes; con una anticipación mínima de quince días al vencimiento de su obligación de pago. 
En el supuesto de la falta de recepción del estado de cuenta, el titular dispondrá, sin cargo alguno, de un medio de comunicación proporcionado por el emisor o coemisor que le permitirá obtener el saldo de la cuenta y el pago mínimo que pudiere realizar. 
La copia del estado de cuenta se encontrará a disposición del titular sin costo alguno en las oficinas de la entidad emisora o coemisora de la tarjeta. 
El emisor o coemisor deberá enviar el estado de cuenta a la dirección física o electrónica que indique el tarjetahabiente. 
Contenido del estado de cuenta 
Art. 24.- El estado de cuenta debe obligatoriamente contener como mínimo: 
a) Nombre y número que identifique la cuenta del tarjetahabiente. 
b) Identificación de la entidad emisora o coemisora. 
c) Fecha de corte del estado de cuenta. 
d) Saldo anterior, importes de las operaciones de abonos y cargos del período y saldo actual. 
e) Monto y fecha en que se realizó cada operación. 
f) Tasa de interés aplicada al período. 
g) Identificación del comercio afiliado, donde se realizó la operación. 
h) Fecha de vencimiento del pago, el monto del pago mínimo estimado y el plazo al vencimiento, indicando las cantidades destinadas a capital, intereses, comisiones y recargos. 
i) Límite autorizado y monto disponible del crédito. 
j) Los cargos y abonos del período, detallando los valores aplicados a capital, intereses, comisiones y recargos. 
k) Identificación de operaciones realizadas en moneda extranjera con designación del país de origen de la operación, así como el número de identificación de la orden de pago con que se autorizó la operación. 
l) Lugar y forma para efectuar el respectivo pago. 
m) Tasas de interés nominal, efectiva y moratoria aplicadas. 
Impugnación del estado de cuenta 
Art. 25.- El titular o tarjetahabiente puede cuestionar por escrito el estado de cuenta, dentro de un plazo no mayor de noventa días después de la fecha de corte, detallando claramente el error atribuido y aportando todo dato que sirva para esclarecerlo. El emisor o coemisor deberá otorgar un comprobante con la firma y nombre de la persona que recibe el escrito antes dicho y deberá asignar un número de reclamo, dejando constancia del día y hora de recepción; sin costo alguno. 
Corrección de la operación 
Art. 26.- El emisor o coemisor debe dentro de los treinta días siguientes a la recepción del reclamo, corregir e informar por escrito o por medio electrónico el error si lo hubiere, revirtiendo la operación correspondiente, o explicar claramente la exactitud del estado de cuenta, aportando copia de los comprobantes o fundamentos que avalen tal situación. En el caso que el error afecte derechos colectivos y/o difusos la reversión de la operación deberá aplicarse a todos los tarjetahabientes afectados, de conformidad con el procedimiento que haya sido aprobado por la entidad supervisora correspondiente. 
El plazo de corrección se ampliará a ciento veinte días para las operaciones realizadas en el exterior. 
Si el emisor o coemisor no resuelve el reclamo dentro del plazo señalado en el presente artículo, se considera que ha resuelto a favor del tarjetahabiente, debiendo corregir el error o revertir la operación, según sea el caso, en un plazo no mayor de diez días, contados a partir del día siguiente al vencimiento del plazo de resolución antes referido. 
Obligaciones del emisor o coemisor 
Art. 27.- Mientras dure el procedimiento de impugnación, el emisor o coemisor: 
a) No podrá impedir ni dificultar de ninguna manera el uso de la tarjeta de crédito o de sus adicionales mientras no se supere el límite disponible de crédito establecido por el emisor o coemisor, o en los casos en que se presente una actividad fraudulenta, sospechosa o inusual o a petición del tarjetahabiente. 
b) Podrá exigir el pago del mínimo correspondiente a los cargos no cuestionados de la liquidación. 
c) No podrá cobrar los intereses, comisiones y recargos de las operaciones impugnadas por el tarjetahabiente mientras dure el procedimiento; quedando facultado para cobrarlos en caso de que el reclamo resultare improcedente. 
d) Deberá indicar en el reporte que envía a las entidades especializadas en la prestación de servicios de información de crédito, el monto del saldo que se encuentra en proceso de reclamo y que no ha reconocido el tarjetahabiente. 
Reintegro de pago 
Art. 28.- El pago del mínimo que figura en el estado de cuenta o el pago del cargo objeto del reclamo, antes del plazo de impugnación o mientras se sustancia el mismo, no implica la aceptación del estado de cuenta presentado por el emisor o coemisor. En consecuencia el pago del monto objeto del reclamo, más sus intereses si los hubiere, deberá ser reintegrado al tarjetahabiente en el caso que el reclamo sea procedente. 
Habilitación de la vía administrativa y judicial 
Art. 29.- Terminado que fuese el anterior procedimiento sin que el titular estuviere conforme con el resultado, queda habilitada la vía administrativa y judicial, según corresponda. 
Operaciones en moneda extranjera 
Art. 30.- Cuando las operaciones del titular o sus autorizados se realicen en moneda extranjera, el titular efectuará sus pagos en la moneda de curso legal en el territorio de la República de El Salvador, al tipo de cambio de la moneda extranjera en la fecha en que se realizó la operación, sin que el emisor o coemisor pueda efectuar otros cargos.
CAPÍTULO IV 
DE LAS RELACIONES ENTRE ADQUIRIENTE Y EL COMERCIO AFILIADO 
Contrato de afiliación 
Art. 31.- La relación contractual que se origina entre el Adquiriente y el comercio afiliado está amparada bajo la figura del contrato de afiliación. 
Se podrán fijar comisiones como consecuencia de los bienes y servicios o dinero en efectivo que el comercio afiliado proporcione al tarjetahabiente, las cuales serán remuneradas al Adquiriente. No se podrá aplicar comisiones que no hayan sido pactadas mediante el contrato de afiliación. 
Inhabilitación de operaciones 
Art. 32.- El adquiriente deberá disponer de los medios necesarios para inhabilitar las operaciones por suspensiones de tarjetas de crédito, sin importar la causa. La falta o falla de este medio no perjudicará al comercio afiliado. 
Medios de consulta 
Art. 33. Los adquirientes proveerán a los comercios afiliados de los medios de consulta necesarios que garanticen la seguridad de las operaciones. 
Fijación de precios 
Art. 34.- Los adquirientes procurarán dar un trato equitativo a los comercios afiliados sin imponer comisiones en detrimento de medianos y pequeños comercios afiliados. 
Obligaciones de los comercios afiliados 
Art. 35.- Son obligaciones de los comercios afiliados al sistema: 
a) Verificar la identidad del tarjetahabiente y consultar la habilitación de la tarjeta a través de los medios que para tal efecto han sido provistos por el adquiriente. 
b) Entregar al tarjetahabiente la copia del comprobante de la operación, excepto en las operaciones que no existe presencia física de la tarjeta. 
c) Entregar al adquiriente las órdenes de pago debidamente autorizadas por el tarjetahabiente cuando lo requiera. 
d) No aumentar el precio del bien o servicio por compras con la tarjeta de crédito, ni tampoco diferenciar estos bienes o servicios por compras en efectivo. 
CAPÍTULO V 
INFRACCIONES, SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS PARA SU IMPOSICIÓN 
Autoridades de aplicación 
Art. 36.- Para los fines de aplicación de la presente Ley actuarán como autoridad la Superintendencia del Sistema Financiero, la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles y el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo, según corresponda. 
Corresponderá a la Defensoría del Consumidor, como institución llamada a proteger efectivamente los derechos del consumidor, recibir las denuncias de los tarjetahabientes; y a través de su Tribunal Sancionador, ordenar devoluciones en casos individuales y colectivos de cobros indebidos, e imponer las sanciones que correspondan. (1) 
Principios de legalidad y culpabilidad 
Art. 37.- Las infracciones a las disposiciones de la presente Ley, imputables a los emisores, coemisores y comercios afiliados, serán sancionadas administrativamente, en los casos y en la forma que se regula en los artículos del presente capítulo, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden en que puedan incurrir. 
Serán sancionados por conductas constitutivas de infracción, los que resultaren responsables de las mismas, en razón de haberse determinado la existencia de dolo o culpa en la comisión de la infracción. 
Clasificación de las infracciones 
Art. 38.- Las infracciones a que se refiere esta Ley se clasifican en: leves, graves y muy graves. Infracciones leves 
Art. 39.- Son infracciones leves las acciones u omisiones siguientes: 
a) La utilización directa o por terceros contratados por el emisor o coemisores de medios injuriosos, difamatorios o trato abusivo, en perjuicio del tarjetahabiente, en la gestión de cobros. 
b) Hacer cargos al recibir del tarjetahabiente pagos anticipados. 
c) Engañar al tarjetahabiente por medio de promociones u ofertas dirigidas a su domicilio. 
d) Incumplir la obligación relativa a proporcionar el historial crediticio del tarjetahabiente cuando sea solicitado por éste. 
e) El incumplimiento a lo dispuesto en el artículo 21 de la presente Ley. 
f) Incumplimiento de las obligaciones de los comercios afiliados que se establecen en la presente Ley. 
g) Cualquier infracción a la presente Ley que no se encuentre tipificada como infracción grave o muy grave. 
Infracciones graves 
Art. 40.- Son infracciones graves, las acciones u omisiones siguientes: 
a) Efectuar cobros indebidos, tales como cargos directos al tarjetahabiente a cuenta de bienes o servicios administrados o suministrados por el emisor o coemisor, cuando no hayan sido previamente autorizados o solicitados por el tarjetahabiente. 
b) El rechazo del uso de la tarjeta de crédito del tarjetahabiente por parte del comercio afiliado, por razones imputables a la relación de éste con el Adquiriente. 
c) El incumplimiento a cualquiera de las cláusulas de los contratos regulados por la presente Ley. 
d) El incumplimiento a lo dispuesto en los artículos 22, 23, 24, 33, 34 y 35 literal d), todos de la presente Ley. 
e) La reincidencia en infracciones leves. 
Infracciones muy graves 
Art. 41.- Son infracciones muy graves, las acciones u omisiones siguientes: 
a) El incumplimiento de la resolución de reversión de la operación o cargo incorrectamente efectuado, emitida por las autoridades facultadas para ello. 
b) Exigir al tarjetahabiente la firma de títulosvalores o documentos en blanco para garantizar las obligaciones del tarjetahabiente. 
c) Cobrar intereses, comisiones y recargos en contravención a las disposiciones de esta Ley. 
d) Establecer cláusulas sin efecto legal. 
e) Obstaculizar las funciones de información, vigilancia e inspección del ente supervisor respectivo, o negarse a suministrar datos e información requerida en cumplimiento de tales funciones. 
f) Establecer cláusulas distintas, en los contratos, a las aprobadas y registradas por los entes supervisores, siempre que no se trate de contratos con personas jurídicas en los que se negocian cláusulas especiales o que no estén de acuerdo a las establecidas en la presente Ley. 
g) La falta de cualquier requisito o condiciones que deba contener o reunir el contrato, de acuerdo a lo establecido en los artículos 6 y 7, de la presente Ley. 
h) El incumplimiento a lo establecido en los artículos 8, 10, 14, 25, 26, 55 y 56, todos de la presente Ley. 
i) La reincidencia en infracciones graves. 
Aplicación de Sanciones 
Art. 42.- La Superintendencia del Sistema Financiero, la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles y el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo, de oficio o por denuncia la cual puede ser presentada directamente por el afectado, su apoderado o representante legal, así como por la Defensoría del Consumidor, según la gravedad de las violaciones a la presente Ley y a la reincidencia en las mismas, deberán aplicar a los emisores, coemisores o comercios afiliados, una vez agotado el proceso correspondiente, en el que se establezca la violación, las siguientes sanciones: 
a) Suspensión de la facultad para emitir o coemitir tarjetas de crédito. 
b) Cancelación de la facultad para emitir o coemitir tarjetas de crédito. 
Corresponderá a la Defensoría del Consumidor imponer a través de su Tribunal Sancionador y de acuerdo al procedimiento establecido en la Ley de Protección al Consumidor, las multas por las violaciones a la presente Ley y a la reincidencia en las mismas. (1) 
Multa para infracciones leves 
Art. 43.- Las infracciones leves se sancionarán con multa desde veinticinco hasta cincuenta salarios mínimos mensuales urbanos establecidos para el sector comercio y servicios. 
Multa para infracciones graves 
Art. 44.- Las infracciones graves se sancionarán con multa desde cincuenta y uno hasta doscientos salarios mínimos mensuales urbanos establecidos para el sector comercio y servicios. 
Multa para infracciones muy graves 
Art. 45.- Las infracciones muy graves se sancionarán con multa desde doscientos un hasta ochocientos salarios mínimos mensuales urbanos establecidos para el sector comercio y servicios. 
El incumplimiento a lo establecido en el artículo 8 de la presente Ley será sancionado con el límite máximo de multa. 
Multa para infracciones que afectan derechos colectivos y/o difusos 
Art. 46.- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la cuantía de la multa que deba imponerse al emisor o coemisor que resultare culpable de infracciones que afecten derechos colectivos y/o difusos, nunca será inferior al daño causado o al ingreso obtenido por él, a consecuencia de la infracción que se le ha comprobado, sin que pueda exceder de cinco mil salarios mínimos mensuales urbanos establecidos para el sector comercio y servicios. 
Criterios para la determinación de la multa 
Art. 47.- Para la determinación de la multa se tendrán en cuenta los siguientes criterios: el impacto en los derechos del tarjetahabiente, el grado de intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción u omisión, beneficio obtenido y las circunstancias en que ésta se cometa, la reincidencia o incumplimiento reiterado, según el caso. 
Para los efectos del inciso anterior, la reincidencia o el incumplimiento reiterado, se entenderán como la comisión de una infracción después de haber sido sancionado en más de una ocasión por la misma infracción, dentro del plazo de un año. 
Se considera reincidencia cuando se trate de infracciones que afecten derechos colectivos y/o difusos originados por la misma causa a partir de la última sanción impuesta. 
Destino de multas 
Art. 48.- Las multas que se impongan en el procedimiento sancionatorio, ingresarán al Fondo General de la Nación, a través de cualquiera de las Colecturías del Servicio General de Tesorería o en las Agencias Bancarias del Sistema Financiero, debidamente autorizadas por el Ministerio de Hacienda. 
Suspensión de la facultad para emitir o coemitir tarjetas de crédito 
Art. 49.- En caso de reincidencia de infracciones muy graves, deberá ordenarse la suspensión de la facultad de emitir o coemitir tarjetas de crédito por un plazo no mayor de un año. 
No obstante lo anterior, los emisores o coemisores deberán continuar administrando los contratos de apertura de crédito ya otorgados, para no afectar los derechos adquiridos de los tarjetahabientes. 
Cancelación de la facultad para emitir o coemitir tarjetas de crédito 
Art. 50.- En caso de reincidencia en la suspensión de la facultad de emitir o coemitir tarjetas de crédito se procederá a la cancelación de la facultad de dicha emisión o coemisión. 
No obstante lo anterior, los emisores o coemisores deberán continuar administrando los contratos de apertura de crédito ya otorgados, para no afectar los derechos adquiridos de los tarjetahabientes. 
Registro de resoluciones sancionatorias 
Art. 51.- Los entes supervisores deberán llevar un registro público de sus resoluciones firmes. 
Procedimiento sancionatorio 
Art. 52.- En lo referente al procedimiento para la imposición de sanciones contempladas en este capítulo se observará las disposiciones sobre los procedimientos sancionatorios establecidos en la Ley Orgánica de la Superintendencia del Sistema Financiero, la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles y el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo, según corresponda; y a falta de disposiciones en estas leyes se aplicará lo dispuesto en el Derecho común. 
Corresponderá a la Defensoría del Consumidor imponer, a través de su Tribunal Sancionador, las sanciones que correspondan según lo establecido en la presente Ley, y de acuerdo al procedimiento establecido en la Ley de Protección al Consumidor. (1) 
CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES COMUNES 
Prescripción 
Art. 53.- La Prescripción para promover los procesos administrativos a que se refiere esta Ley tendrá un plazo de 3 años contados a partir de la fecha en que se cometió la supuesta infracción. 
Las acciones judiciales derivadas del contrato de apertura de crédito prescribirán dentro de 5 años. 
Liberación de obligaciones 
Art. 54.- El tarjetahabiente que hubiera abonado sus cargos al emisor o coemisor queda liberado frente al comercio afiliado de pagar la mercadería o servicio aún cuando el emisor o coemisor no abonara al comercio afiliado. 
Cláusulas sin efecto 
Art. 55.- Carecerán de efecto las cláusulas del contrato que impliquen exoneración de responsabilidad de cualquiera de las partes que intervengan directa o indirectamente en la relación contractual. 
Confidencialidad 
Art. 56.- La entidad emisora o coemisora deberá guardar confidencialidad de la información referente al tarjetahabiente, los negocios afiliados y a las transacciones que estos realicen, excepto aquella información que sea requerida por autoridad competente o que sea compartida por el emisor o coemisor con instituciones autorizadas por los entes supervisores para el procesamiento de información crediticia, o que el tarjetahabiente previamente haya autorizado proporcionar. 
Sistema de recepción de denuncias 
Art. 57.- Con el fin de garantizar las operaciones y minimizar los riesgos por operaciones con tarjetas sustraídas o extraviadas, el emisor o coemisor deberá contar con un sistema de recepción de denuncias que opere las veinticuatro horas del día, identificando y registrando cada una de ellas con hora y número correlativo, el que deberá ser comunicado en el acto al denunciante, lo cual no generará cargo alguno para el tarjetahabiente. 
Los emisores o coemisores deberán informar a las autoridades de aplicación de la presente Ley, las resoluciones de las denuncias registradas en el Sistema. (1) 
Incumplimiento contractual 
Art. 58.- El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones del comercio afiliado con el tarjetahabiente, dará derecho al adquiriente a resolver su vinculación contractual con el comercio afiliado y al tarjetahabiente la posibilidad de reclamar a éste una indemnización por daños y perjuicios. 
Deber de informar 
Art. 59.- Los emisores o coemisores deberán proporcionar a la autoridad supervisora correspondiente toda información que ésta requiera sobre las operaciones que regula esta Ley, en la forma y plazo que establezcan en sus normativas los entes supervisores. 
Publicación de información 
Art. 60.- Las entidades emisoras o coemisoras deberán publicar mensualmente la información de sus servicios, tasas de interés máximas nominal y efectiva, comisiones y recargos, como mínimo, en dos diarios de circulación nacional, pudiendo además utilizar cualquier otro medio de comunicación masiva. Dichas comunicaciones deberán ser hechas de una manera clara, legible y visible, quedando obligadas tales instituciones a cumplir con lo ofrecido o comunicado a sus clientes. 
De igual manera deberán enviar esa información a la autoridad supervisora correspondiente, la cual deberá publicar mensualmente el listado completo de esa información en forma comparativa con todas las entidades emisoras o coemisoras de su competencia, en dos medios de prensa de amplia circulación nacional. 
CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Adecuación de los contratos vigentes 
Art. 61.- Se entenderán como no escritas las cláusulas de los contratos vigentes que contravengan lo dispuesto en la presente Ley a partir de la vigencia de la misma, prevaleciendo ésta en caso de discrepancia, sin necesidad de pronunciamiento de autoridad administrativa o judicial; no obstante los efectos consumados antes de su vigencia quedan firmes. 
Apoyo técnico 
Art. 62.- Durante el primer año de vigencia de la presente Ley, la Superintendencia del Sistema Financiero, deberá prestar el apoyo técnico que la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles y el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo, le requieran para la aplicación de la presente Ley. 
Normas técnicas 
Art. 63.- La Superintendencia del Sistema Financiero, la Superintendencia de Obligaciones Mercantiles y el Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo, en un plazo no mayor de 180 días a partir de la vigencia de esta Ley deberán emitir las normas técnicas necesarias para facilitar su aplicación. Este plazo no exonera del cumplimiento de esta Ley a partir de su vigencia. 
Sistemas informáticos 
Art. 64.- Los emisores o coemisores deberán adecuar sus sistemas informáticos para cumplir con los requerimientos de la presente Ley, en un plazo no mayor de 60 días después de su vigencia y este plazo no exonera del cumplimiento de esta Ley. 
CAPÍTULO FINAL 
Aplicación Preferente 
Art. 65.- Las disposiciones de la presente Ley, por su carácter especial prevalecerán sobre cualquiera otras que la contraríen. 
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Art. 66.- La presente Ley entrará en vigencia ocho días después de su publicación en el Diario Oficial. 
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(1) D.L. No 552, del 9 de diciembre de 2010, publicado en el D.O. No 10, Tomo No 390, del viernes 14 de enero de 2011.
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REGLAMENTO PARA CLASIFICAR LA CARTERA DE ACTIVOS


DE RIESGO CREDITICIOS Y CONSTITUIR LAS RESERVAS DE SANEAMIENTO
El Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero en uso de las facultades que le confiere el artículo 10, literal c) de su Ley Orgánica, acuerda: emitir el Reglamento para Clasificar la Cartera de Activos de Riesgo Crediticios y Constituir las Reservas de Saneamiento.

I. 
OBJETIVO
Establecer las normas que deben cumplir las instituciones que se señalan en el numeral IX, literal A, del presente reglamento, para clasificar uniformemente la cartera de activos de riesgo crediticios y prevenir situaciones de insolvencia, mediante la constitución y la contabilización de las reservas mínimas de saneamiento para absorber las pérdidas que se produzcan por la no recuperación de dichos activos.

II.
ACTIVOS DE RIESGO CREDITICIOS
Para efecto de este reglamento se consideran como Activos de Riesgo Crediticios todas las operaciones que de alguna  manera signifiquen financiamiento a favor de personas naturales, jurídicas o grupos de personas, como  las siguientes : 

1- 
Préstamos

2- 
Descuentos

3- 
Pagos por Cuenta Ajena

4- 
Intereses y Otros Productos por Cobrar  

5- 
Deudores Varios

6- 
Otros Créditos no Clasificados

7- 
Créditos  Contingentes

En el caso de las empresas de seguro, se deberán excluir los préstamos con garantía de póliza, siempre y cuando éstos no excedan los valores acumulados de las Reservas Matemáticas o valores garantizados. (1)
III.
CLASIFICACION Y CALIFICACION DE ACTIVOS DE RIESGO CREDITICIOS  POR CATEGORIA

A. 
CLASIFICACION DE LOS ACTIVOS DE RIESGO CREDITICIOS

Para clasificar los activos de riesgo crediticios se utilizarán las siguientes categorías:

Categoría A  :
Créditos normales

Categoría B  :
Créditos subnormales

Categoría C  :
Créditos deficientes

Categoría D  :
Créditos de difícil recuperación 

Categoría E  :
Créditos irrecuperables

B.
CALIFICACION DE LOS ACTIVOS DE RIESGO CREDITICIOS
La calificación de los activos de riesgo crediticios se realizará conforme a los criterios de evaluación individual contenidos en el Anexo 1 de este reglamento, titulado "Criterios para la Evaluación y Calificación de Deudores".

Los criterios básicos que identifican la categoría con que debe calificarse cada deudor, son los siguientes: capacidad empresarial,  responsabilidad, situación económica - financiera, capacidad de pago, calidad y cobertura de las garantías ofrecidas, factores internos y externos que podrían afectar los resultados económicos de la empresa.

C. MOMENTO EN QUE DEBEN CALIFICARSE LOS ACTIVOS DE RIESGO   


CREDITICIOS.
A los deudores deberá calificárseles y constituirles las reservas de saneamiento respectivas,  al  aprobárseles  el  crédito,   para  lo  cual  deberá asignársele una de las categorías señaladas en el literal "A" anterior. Dicha categoría podrá variar si  los niveles de riesgo originalmente estimados disminuyen o aumentan.

A los deudores deberá calificárseles al momento de aprobárseles los créditos.  La categoría que deben asignárseles es la de mayor riesgo que tuviesen en el sistema financiero, excepto cuando el deudor ya tuviese asignada una categoría por un crédito vigente en la propia institución, en cuyo caso debe asignársele dicha categoría.  (3)

D.
RECLASIFICACION DE CREDITOS REFINANCIADOS

El refinanciamiento de un activo crediticio no inducirá a que un deudor sea reclasificado automáticamente a una categoría de menor riesgo, a menos que con las nuevas condiciones el deudor cumpla con los requisitos de dicha categoría y cancele en efectivo el total de los intereses que tuviese pendiente de pago antes de la fecha de formalizar el refinanciamiento o el valor de la garantía cubra como mínimo los porcentajes del saldo de capital e intereses señalados en los "Criterios para la Evaluación y Calificación de Deudores" (anexo 1 del Reglamento).   Si el refinanciamiento es otorgado sin que se cumplan los requisitos anteriores, (1)  el cambio de categoría procederá hasta cuando hubiese transcurrido una cuarta parte del plazo pactado y el deudor haya pagado oportunamente las cuotas correspondientes.

Se exceptúan de la disposición anterior, los deudores a Fondos de Garantía implementados o creados por el Banco Central de Reserva. 

IV.
AGRUPACION DE LOS ACTIVOS DE RIESGO CREDITICIOS
Para los efectos de clasificar y evaluar la cartera de activos de riesgo crediticios, los créditos se agruparán separadamente en: créditos para empresas, créditos para vivienda y créditos para consumo.


A.
CREDITOS PARA EMPRESAS 

Se clasifican dentro de esta cartera, la generalidad de los créditos otorgados por las instituciones, independientemente de su destino, con la excepción de los créditos para vivienda y de consumo.

En este mismo grupo se incluirán los créditos otorgados al Gobierno Central,  Municipalidades e Instituciones Oficiales Autónomas y Semi-autónomas.

B.
CREDITOS PARA  VIVIENDA
Dentro de este grupo se incluyen los créditos otorgados para financiar la adquisición de vivienda y los créditos individuales para construcción, remodelación y reparación de viviendas. Generalmente estos créditos reúnen las siguientes características:

1.
Los inmuebles son para uso del adquirente.

2.
Se otorgan a largo plazo 

3.
Son pagaderos en cuotas periódicas.

4.
Están garantizados con hipoteca. 

C.
CREDITOS PARA CONSUMO

Son préstamos personales cuyo objeto es financiar la adquisición de bienes de consumo o el pago de servicios, y que poseen las siguientes características generales:

1. 
El deudor es una persona natural.

2. 
El plazo del préstamo es generalmente entre uno y tres años.

3. 
El pago del crédito se efectúa en cuotas periódicas, normalmente iguales y sucesivas.

Se considerarán además como créditos para consumo, los créditos provenientes de la utilización de tarjetas de crédito.

V.
CONSTITUCION DE RESERVAS DE SANEAMIENTO
A.
PORCENTAJE DE RESERVAS MINIMAS A CONSTITUIR
El criterio general en que se fundamenta el presente reglamento es el riesgo, que se define como la probabilidad de no recuperar una determinada cantidad de dinero prestada, garantizada o avalada, bajo ciertas condiciones. Siguiendo este concepto, cada categoría de deudores tiene implícita una probabilidad de pérdida, de acuerdo a la capacidad del deudor para generar los excedentes o ingresos que le permitan cumplir oportunamente sus compromisos.

Con base a dicho criterio, a continuación se presentan los porcentajes de reservas mínimas que es necesario constituir:

   Categoría


Porcentaje

   


   de Riesgo


de Reservas
 



A



  0%

 



B 



  1%

 



C



 10%

 



D



 50%

 



E 



100%

El 1% de las reservas correspondientes a la categoría "B", se constituye así:

Anual


Acumulado

1o. enero 1994



0.25%


0.25%

1o. agosto de 1994



0.75%

          1.00% (2)


B.
CALCULO DE LAS RESERVAS DE SANEAMIENTO.

Las reservas de  saneamiento se determinarán con base a los saldos de la cartera de activos crediticios  y la estructura porcentual de las categorías A, B, C, D, y E, obtenidas por las instituciones a fin de mes.

Cuando la evaluación de cartera sea por un porcentaje inferior al 100%, el procedimiento a seguir para calificar el resto de la cartera y constituir las respectivas reservas de saneamiento será el siguiente:

1.
Obtenida la estructura de la muestra por categorías A,B,C,D y E, se procederá a inferir dicha estructura al total de cada uno de los rubros señalados en el numeral II del presente Reglamento.

2.
Estructurada por rubros y categorías el total de la cartera, se procederá a calcular el monto de reservas totales aplicando el porcentaje de reservas que para cada categoría se señala en el "literal  A" de este numeral.

El monto de las reservas de saneamiento puede variar a causa del otorgamiento y cancelación de créditos, así como por la reclasificación de deudores, pero las entidades financieras harán los ajustes correspondientes, al final de cada mes.

C.
RESERVAS DE SANEAMIENTO ADICIONALES
La Superintendencia podrá exigir la constitución de reservas adicionales a las constituidas con base a las categorías de riesgo, en aquellos casos que debido a un refinanciamiento se lleven a Productos intereses no provisionados o contabilizados en Cuentas de Orden, que no han sido realmente percibidos.

D.
CONTABILIZACION DE LAS RESERVAS

El registro contable por constitución o ajustes a las reservas de saneamiento de los activos crediticios se hará al final de cada mes, aplicando a cada una de las cuentas de Reservas de Saneamiento (Préstamos, Productos por Cobrar, etc.) el incremento o decremento establecido en dicha evaluación, y el efecto neto resultante  de las reservas se aplicará a Gastos Financieros-Reservas de Saneamiento o Productos -Reservas de Saneamiento, según el caso.

En términos generales, la aplicación contable de las reservas  de saneamiento se hará de la siguiente manera:

1.
Constitución o Incremento
Los incrementos de reservas generarán un abono en las cuentas complementarias o de valuación del activo correspondiente, relativas a: Préstamos, Intereses o Productos por Cobrar, Deudores Varios, Contingentes, Fianzas, Avales y Garantías; y un débito en la cuenta de gastos respectiva.

2.
Disminución
Las disminuciones o reversiones de reservas, generarán un débito en la cuenta complementaria correspondiente y un abono en la cuenta de gastos.

Los abonos a la cuenta de gastos no podrán ser superiores a las aplicaciones que se hayan efectuado en el ejercicio en curso, por ello, cuando las disminuciones de reserva excedan a las referidas aplicaciones, el exceso se deberá aplicar a los ingresos no operacionales.

Además de las aplicaciones antes descritas la reserva de saneamiento se disminuirá cuando se castiguen activos; estos castigos se contabilizarán así:

1.
Liquidación del Activo
Esta operación generará un débito en la cuenta de resultados, correspondiente y un crédito al activo que se esté castigando. En el caso de no existir cuenta específica en los resultados, deberá crearse con la denominación "Castigos de Activos de Intermediación", en el rubro "Gastos Operacionales".

2.
Liberación de Reservas

Esta operación se hará conforme a lo establecido en el numeral dos anterior, hasta por el valor de las reservas en función de la clasificación del activo castigado.

VI.
COBERTURA Y PERIODICIDAD DE LA EVALUACION DE CARTERA
A.
COBERTURA DE LA EVALUACION DE LA CARTERA DE CREDITO
Las evaluaciones de cartera de crédito podrán efectuarse con base a una muestra, la cual no podrá ser inferior al 80% del saldo de sus activos de riesgo crediticios, partiendo de los mayores deudores en orden decreciente.

B.
PERIODICIDAD DE LAS EVALUACIONES DE LA CARTERA DE CREDITO

Las instituciones deben evaluar permanentemente su cartera de activos de riesgo crediticios, para poder constituir las reservas de saneamiento en la forma que se señala en el literal B del numeral V, de este reglamento.

VII.
DISPOSICIONES GENERALES 

A.
Cuando la Superintendencia establezca que un deudor está inadecuadamente clasificado, ordenará su reclasificación y el correspondiente ajuste en las reservas de saneamiento.  (3)

B.
Para cada operación de crédito deberá abrirse un expediente que contenga todos los documentos relacionados con la solicitud, con su evaluación, con la aprobación y con su cobro.  Además, cuando se trate de créditos en que la suma de los montos de los préstamos otorgados sobrepase la cantidad de los ¢500,000,  el expediente deberá contener como mínimo, en lo pertinente,  los documentos que se detalla a continuación:  (3)(7)

1.
Solicitud de crédito.

2.
Estados financieros del último ejercicio fiscal, elaborados de conformidad a la base contable establecida por el Consejo de Vigilancia de la Profesión de la Contaduría Pública y Auditoria. (7)

3.
Informe actualizado sobre el servicio de la deuda.

4.
Si el crédito está amparado en garantías reales, informe de su tasación, que no exceda de dos años.

5.
Informe sobre otros créditos a cargo del mismo deudor y de la 

localización de sus expedientes.

6.
Información financiera del codeudor.

7.
Copia de la correspondencia entre la entidad financiera y el deudor.

8. Ficha o récord de las evaluaciones de crédito realizadas por parte de la institución.

9. Copia de la declaración del impuesto sobre la renta del último ejercicio fiscal. (7)

En el caso de que el deudor sea una persona jurídica, el expediente deberá contar además de lo anterior con: dictamen del auditor externo; lista de accionistas; certificación de punto de acta de Junta Directiva, en donde se acordó contratar el crédito en las condiciones pactadas; escritura de constitución y credenciales de la Junta Directiva de la sociedad, debidamente inscritas.

C.
La reclasificación de un deudor para asignarle una categoría de menor riesgo deberá ser aprobada previamente por la Superintendencia si el saldo consolidado de sus deudas es igual o superior a ¢500,000.00 Este monto será revisado y actualizado  por la Superintendencia, de acuerdo a la evolución de las condiciones económicas y financieras del país.  (3)

Se exceptúan de esta disposición, los casos contemplados en el literal D, del numeral III, del presente reglamento.

La reclasificación de los deudores agrupados en: "Créditos para Vivienda" y "Créditos para Consumo", no requerirán aprobación previa de la Superintendencia.  (3)
D.
Las instituciones deberán informar a la Superintendencia, en los primeros cinco días hábiles de cada mes, los refinanciamientos y reestructuraciones otorgados a sus deudores,  y  todas las reclasificaciones de categoría que efectúen durante el transcurso del mes inmediato anterior. Asimismo, con el objeto de proporcionar el servicio de información sobre los usuarios de crédito que señala la Ley de Bancos y Financieras, deberán enviar mensualmente la clasificación de la cartera de todos sus activos crediticios y las respectivas reservas de saneamiento, en los primeros cinco días hábiles del mes inmediato anterior.

E.
La calificación de la cartera de activos crediticios y las reservas de saneamiento que las instituciones constituyan por las pérdidas esperadas, serán verificadas por la Superintendencia en las fechas que lo estime conveniente.

F.
La Superintendencia podrá requerir que una institución financiera le asigne a un deudor la categoría de otro deudor, cuando existan criterios fundados que hagan presumir que entre ambos deudores existen vinculaciones de propiedad, administración o negocio.  (3)

VIII.
SANCIONES

Cuando se compruebe que una institución oculte información relacionada con el proceso de evaluación de sus activos de riesgo crediticios o clasifique en forma inadecuada su cartera crediticia, o incumpla las disposiciones contenidas en el presente reglamento, será sancionada de conformidad al Capítulo VII de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Sistema Financiero y de acuerdo con cualquiera otra ley aplicable.

IX.
OTRAS DISPOSICIONES, VIGENCIA Y DEROGATORIA

A.
El presente reglamento es obligatorio para las siguientes instituciones :

 
1. Bancos y Financieras

2.Sociedades de seguros constituidas en El Salvador, sucursales de aseguradoras extranjeras y las asociaciones cooperativas que prestan servicios de seguros.(4)

 
 3. Fondo de Saneamiento y Fortalecimiento Financiero



 
 4. FEDECREDITO

 
 5. FIGAPE

 
 6. FONAVIPO

 
 7. Fondo Social para la Vivienda



 
 8. Instituto Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos

 
 9. Instituto de Previsión Social de la Fuerza Armada

         10.FEAGIN (4) 

B.
Lo no contemplado en este reglamento será resuelto por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero.

C. El presente reglamento entrará en vigencia el 1o. de enero de 1994 y dejará sin efecto los instructivos y reformas que sobre la materia hubiesen emitido el Banco Central o la Superintendencia.

 (Aprobado por el Consejo Directivo en Sesión No.58/93 del 29 de septiembre de 1993)

(1)
Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de  la Superintendencia del Sistema Financiero, en Sesión No.CD-02/94 de fecha 10 de enero de 1994.

(2)
Reforma aprobada por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero, en Sesión No. CD-31/94 de fecha 22 de junio de 1994.

(3)
Reformas Aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero en Sesión No. CD-04/95 del 18 de enero de 1995.
(4) Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero en Sesión CD-31/98  del 21 de mayo de 1998.

(5) Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero en Sesión CD-67/98 de fecha 1 de octubre de 1998. Vigente a partir del 1º. De noviembre de 1998.

(6)
Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero en Sesión CD 09/02 del 20 de febrero de 2002.

(7)
Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero en Sesión  No. CD-20/03 de fecha 28 de mayo de 2003. Vigente a partir del uno de julio de 2003.
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ANEXO  1
    CRITERIOS PARA LA EVALUACION Y CALIFICACION DE DEUDORES  

 I.  
OBJETIVO
Fijar las pautas generales para que las instituciones financieras establezcan los niveles de riesgo en que deben clasificar a sus deudores, de acuerdo con las presentes normas; siendo responsabilidad de cada entidad desarrollar sus propias prácticas y procedimientos, que la conduzcan al mejor manejo de este reglamento.

II.
CARACTERISTICAS DE LAS CATEGORIAS DE RIESGO CREDITICIO
A.
CREDITOS PARA EMPRESAS

En la evaluación de estos créditos deben considerarse principalmente los siguientes factores:

a.
Comportamiento de pagos del solicitante o deudor en la propia institución y en el sistema financiero.

b.
Condición económica-financiera y capacidad de pago del solicitante, determinada con base en el análisis de sus estados financieros  y proyecciones respectivas.

c.
Viabilidad del proyecto.

d.
Suficiencia de garantías en función de la deuda, y expectativas de realización si hubiere que hacerlas efectivas.

El elemento más importante en la evaluación del crédito lo constituirá la posibilidad de su normal recuperación, determinada básicamente por la capacidad de pago del deudor; por lo tanto, la garantía debe ser considerada como elemento subsidiario, como una segunda instancia para recuperar lo prestado.

Con propósitos indicativos se presentan a continuación las principales características y síntomas que identifican las cinco categorías de riesgo de los créditos para empresas que contempla este reglamento. La presencia de ellas puede ser total o parcial, y relativo su grado de importancia; correspondiéndole al analista del deudor ponderarlas y estimar el nivel de riesgo implícito.

Cuando no sea posible establecer o identificar con alguna precisión el límite entre una y otra categoría, debe asignarse al deudor la categoría que a través de su respectiva reserva de saneamiento, ofrezca la mejor protección contra eventuales pérdidas.

CATEGORIA  A:
Se clasificarán en esta categoría los deudores que al momento de su evaluación  no presenten dudas para la institución acreedora de la recuperabilidad total de sus créditos.

Esta categoría debe ser asignada a deudores que hayan cumplido oportunamente con sus obligaciones y no haya indicios de que dicho comportamiento variará en el futuro.

Los estados financieros correspondientes deben estar actualizados y demostrar que el deudor tiene capacidad para generar los excedentes necesarios para el pago del servicio de sus obligaciones.

A continuación se enuncian los síntomas que normalmente  presentan  este tipo de deudores:

1. 
Situación financiera satisfactoria.

2. 
Utilidades satisfactorias.

3. 
Información financiera completa y actualizada.

4. 
Cumplimiento normal en la amortización de sus obligaciones.

5. 
Mercado amplio y con buena calidad de sus productos o servicios; sin problemas potenciales de ventas.

6.
Sin desfase entre el avance físico del proyecto y los desembolsos del préstamo otorgado.

7. 
Sin problemas laborales.

CATEGORIA B:
Se clasificarán en esta Categoría los deudores que hayan mostrado algún grado de incumplimiento de las condiciones, como atrasos en los pagos o prórroga de los mismos, producto de situaciones negativas que puedan haber afectado temporalmente al deudor, pero que, aún así, generan un cuadro de cierta incertidumbre.  En todo caso, la información  disponible al momento de clasificar al deudor, debe dejar claro que esta situación no afectará en forma importante la recuperabilidad de lo prestado.

También se deben clasificar en esta categoría los deudores que, aunque mantengan un adecuado cumplimiento de sus obligaciones, su situación financiera ha experimentado algún deterioro que genera incertidumbre respecto a la posibilidad de mantener este comportamiento en el futuro.

A continuación se enuncian los síntomas que normalmente presentan este tipo de deudores:

1. 
Problemas ocasionales de liquidez, causados entre otros, por la no comercialización oportuna de sus productos o viviendas.

2. 
Disminución del margen de utilidad.

3.
Información financiera no actualizada. 

4.
Atrasos eventuales de hasta 30 días en la amortización de las  cuotas de sus obligaciones.

5. 
Prórrogas que en conjunto no exceden el plazo de 3 meses, y siempre que exista capacidad de pago.

6. 
Endeudamiento ligeramente elevado para el tipo de empresa que se trata.

7. 
Estructura de las cuentas por cobrar e inventarios superiores a lo que históricamente ha mostrado la empresa.

 
8. 
Problemas laborales o fenómenos naturales, que pueden afectar la situación financiera de la empresa.

CATEGORIA C:
Se clasificarán en esta categoría los deudores con debilidades financieras, que se traducen en que los  excedentes generados por la empresa, para el pago de sus deudas, no son suficientes para un adecuado cumplimiento de sus obligaciones, de acuerdo al calendario de pagos pactado originalmente. Por lo general este tipo de deudores  presentan atrasos en sus pagos y obligaciones, y han sido objeto de diversas negociaciones para reestructurar el pago de sus deudas.

En esta categoría empiezan a cobrar importancia las garantías constituidas, siendo necesario estimar su valor de realización para determinar si su liquidación permitiría recuperar lo adeudado.

Además se clasifican en esta categoría los deudores cuya información financiera no permite determinar su  real capacidad de pago, ello a pesar de haber estado sirviendo la deuda en forma total o parcial.

A continuación se enuncian los síntomas que pueden presentar este tipo de deudores:

1. 
Débil situación financiera.

2. 
Tendencia declinante en las utilidades y ventas.

3. 
Excesivo endeudamiento.

4.
Prórrogas que en conjunto no exceden el plazo de 6 meses, y siempre que exista capacidad de pago.

5.
Comercialización lenta de sus productos o viviendas.

6. 
Discrepancias entre el programa de pago de los créditos y el flujo de efectivo.

7. 
Atrasos ocasionales de hasta 60 días en la amortización de las cuotas de sus obligaciones.

8. 
Morosidad periódica  con sus proveedores.

9. 
Inversiones en activos fijos financiados con créditos de corto plazo.

10. 
Deterioro del ramo de actividades en que opera la empresa; productos sujetos a intensa competencia u obsolescencia tecnológica, que afectan el segmento de mercado de la empresa.

11.
Administración deficiente que repercute en su situación financiera.

12.
Información financiera incompleta y no actualizada que impide evaluar la situación económica y financiera del deudor.

Independiente de los síntomas antes descritos, tendrán esta categoría los deudores cuyas obligaciones (principales y accesorias) estén cubiertas en el 110%, por garantías consistentes en:  a) depósitos de dinero, b) fianzas de bancos locales o bancos extranjeros de primera línea, c) fondos de garantía creados por el Banco Central de Reserva o d) garantías de primera hipoteca sobre inmuebles, debidamente inscritas. (5)

El valor de la hipoteca será el valor contractual o el de mercado (de realización), el que resulte menor de los dos. (5)

CATEGORIA D:

La recuperabilidad de los créditos clasificados en esta categoría se considera dudosa, ya que los deudores se encuentran en una difícil situación financiera, hasta el punto que los 

ingresos generados sólo le permiten cancelar los intereses (o parte de ellos), sin posibilidades de hacer frente al pago del capital adeudado.

El valor estimado de liquidación de las garantías constituidas, sólo le permitirá al acreedor recuperar parte del valor prestado.

A continuación se enuncian los  síntomas que normalmente presentan este tipo de deudores:

1.
Cuotas vencidas de sus obligaciones, con atrasos de más de 60 hasta 180 días. 

2. 
Incapacidad para cumplir totalmente con sus obligaciones. 

3. 
Pérdidas experimentadas durante los dos últimos ejercicios, que han deteriorado significativamente su patrimonio.

4. 
Incrementos desproporcionados de sus deudas. 

5. 
Distribución de utilidades o retiros de capital, que limitan su capacidad de pago.

6. 
Morosidad  crónica con sus proveedores. 

7. 
Suspensión del crédito de sus proveedores

8.
Opinión calificada de los auditores externos, que reflejan problemas financieros en la empresa.

9.
Deterioro de su posición competitiva, por el desplazamiento de sus productos en el mercado.

10.
Incapacidad para administrar la empresa o abandono de obras.

Independiente de los síntomas antes descritos, tendrán esta categoría los deudores cuyas obligaciones (principales y accesorias) estén cubiertas en el 70%, por garantías consistentes en:  a) depósitos de dinero, b) fianzas de bancos locales o bancos extranjeros de primera línea, c) fondos de garantía creados por el Banco Central de Reserva o d) garantías de primera hipoteca sobre inmuebles, debidamente inscritas. (5)

El valor de la hipoteca será el valor contractual o el de mercado (de realización), el que resulte menor de los dos.(5)

CATEGORIA E:
En esta categoría se clasifican los deudores con manifiesta situación de insolvencia; siendo evidente que no hay una actividad generadora de fondos operacionales, capaz de hacer frente a sus compromisos financieros. Los estados financieros de la empresa, de mantenerse aún en marcha, muestran un deterioro patrimonial, sobreendeudamiento, pérdidas importantes en varios períodos sucesivos, etc.

A continuación los síntomas que presentan los deudores clasificados en esta categoría:

1.
Cuotas vencidas de sus obligaciones, con atrasos de más de 180 días.

2.
Créditos en cobranza judicial  con escasas posibilidades de recuperación.

3.
Falta de documentación que impide la recuperación por la vía judicial.

4.
Gravámenes preferentes de otros acreedores, quedando un valor residual ínfimo respecto al valor de la obligación.

5.
Incendio, sabotaje y, en general, situaciones de fuerza  mayor no cubiertas por seguros.

6.
Desaparición del deudor.

7.
Situación de la empresa en estado de quiebra.

8.
Opinión negativa de los auditores externos.

9.
Sobrevaluación de activos y resultados.

10.
Existencia de pasivos no contabilizados.      

11. 
Desviación de los fondos provenientes de los préstamos a otros destinos distintos de los declarados.

(Se eliminó el último párrafo) (5)

B.
CREDITOS PARA VIVIENDA
Por las características especiales que reúnen los créditos para adquisición de vivienda, así como los créditos individuales para construcción, remodelación y reparación de dichos inmuebles, se recurrirá a parámetros diferentes al de los créditos para empresas  para evaluar su nivel de riesgo durante el período de pago. En tal sentido los criterios para calificarlos serán los siguientes:

Criterios para la Clasificación de Deudores de Créditos para Vivienda: 

Categoría

Mora de las Cuotas
Estado de la Garantía
de Amortización  del Préstamo

A

Atrasos hasta de

Debidamente inscrita.  

30 días.




B

Atrasos de más de

Debidamente inscrita.

30 días hasta 90 



días.

C

Atrasos de más 90

Debidamente inscrita.

días hasta 180 

 

días.





D

Atrasos de más de

Debidamente inscrita.

180 días hasta



 


360 días




Un crédito "D" se podrá reclasificar en la categoría "C", si la garantía se encuentra inscrita y su valor estimado de mercado o de realización cubre por lo menos el 110% de la deuda de capital e intereses.

E

Atraso de más de

Debidamente inscrita.

360 días




Un crédito "E" se podrá reclasificar en la categoría "D", si la garantía se encontrase inscrita y el valor estimado de mercado o de realización cubre por lo menos el 70% de la deuda de capital e intereses. Así mismo,  se podrá reclasificar en la Categoría “C”, si la garantía cubre por lo menos el 110%.  Si el deudor incumple el requisito del estado de la garantía, se le asignará la categoría inmediata de mayor riesgo. (6)

Durante los 12 meses posteriores a la fecha de escrituración de un crédito, no se exigirá la inscripción de la garantía, siempre y cuando esté presentada la anotación preventiva o documentación legal necesaria en el Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas.

C. 
CREDITOS PARA CONSUMO
La clasificación  de esta cartera se hará con base a la morosidad de las cuotas que reflejen los deudores a la fecha de su evaluación, en la forma siguiente:

Criterio para la Clasificación de Deudores de Créditos para Consumo 

   
Categoría

Mora de las Cuotas de Amortización

 



del Préstamo
  A


Atrasos hasta de 30 días
  B


Atrasos de más de 30 días hasta de 60 días
  C


Atrasos de más de 60 días hasta 90 días   (1)
  D


Atrasos de más de 90 días hasta 120 días

  E


Atrasos de más de 120 días

(1)
Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero, en sesión CD-02/94 de fecha 10 de enero de 1994.

ANEXO 2
   INDICACIONES PARA LLENAR FICHA DE

"EVALUACION DE ACTIVOS CREDITICIOS "
El formulario denominado "Evaluación de Activos Crediticios" tiene como propósito fundamental que cada Institución financiera concentre la información básica de los créditos otorgados.  Dicha ficha permitirá  evaluar o recoger los aspectos relacionados con el servicio del o los créditos, documentos del crédito, situación financiera del deudor, calidad del deudor, calidad y suficiencia de las garantías y otros aspectos relevantes que puedan alterar las condiciones de crédito pactadas originalmente.

En atención a lo anterior, dicho formulario ha sido estructurado en dos partes: la primera se refiere a información de carácter general del deudor y la segunda, se refiere a la Información Específica, para lo cual se ha dividido en siete apartados que deberán ser completados de conformidad a las indicaciones que se señalan a continuación:

INFORMACION GENERAL :

Referido al :
Se anotará el día, mes y año al que corresponde la evaluación del Activo Crediticio.

Ficha No.
Se colocará el número correlativo que le corresponde a la ficha del deudor durante el mes reportado.

Número único
Se refiere al número de registro con el cual se identifican todas las operaciones financieras que desarrolla el deudor dentro de la institución.

Nombre de la Institución Financiera:

En este espacio se anotará el nombre de la Institución Financiera que otorgó el financiamiento siempre y cuando no esté impreso en la ficha el nombre de la misma.

Calificación del Deudor:
Después de finalizar la evaluación correspondiente, el analista de  crédito de la institución, procederá a determinar la calificación del activo crediticio, la cual puede ser "A", "B", "C", "D", y "E", de conformidad a los criterios establecidos para cada caso en el Reglamento.

I-
GENERALIDADES DEL DEUDOR Y CODEUDOR
Nombre del Deudor:

Se anotará el nombre completo del deudor si es persona natural o la denominación social sí es persona jurídica.

Dirección :
Se anotará la dirección principal del deudor.

Actividad Principal :
Se anotará la actividad principal a la que se dedica el deudor

Teléfono:

Se anotará el número de teléfono del deudor.

NIT:

Se refiere al Número de Identificación Tributaria del deudor.

Número de Cédula de Identidad Personal

Se anotará el número de cédula de Identidad Personal del deudor

Nombre Codeudor :
Se anotará el nombre completo del codeudor, si es persona natural o la denominación social, sí es persona jurídica.

Dirección :
Se anotará la dirección principal del codeudor

Número de cédula de Identidad Personal :
Se anotará el número de cédula de identidad personal del codeudor

NIT :
Se refiere al número de identificación tributaria del codeudor

INFORMACION  ESPECIFICA
II- INFORMACION  FINANCIERA
Se ha dividido en dos literales: El literal "A" se refiere a la información proveniente de los Estados Financieros, donde se indicará la fecha de los mismos, especificando si están auditados o no, así también se anotarán las cifras que muestran los Estados Financieros en cuanto al total de activos, total de pasivos, etc.; en el literal "B" se solicitan cinco razones financieras las cuales para fines de cálculo se dan las fórmulas siguientes:

1. 
LIQUIDEZ: Activo Circulante- Inventarios/Pasivo Circulante.

Representa la disponibilidad inmediata del deudor para hacerle frente a sus obligaciones.

2. 
ENDEUDAMIENTO: Relación de la Deuda/Patrimonio.

La cual expresa el número de veces en que el patrimonio de la empresa se encuentra comprometido por las deudas contraídas.

3. 
CAPITAL DE TRABAJO NETO:
Es la diferencia entre los Valores del Activo Circulante y del Pasivo Circulante y permite conocer que parte del capital de trabajo ha sido financiado con Pasivos de Largo Plazo y/o Patrimonio.

 4. 
VALOR CONTABLE DE LAS ACCIONES :
Patrimonio/ No. total de Acciones de la Sociedad, representa el valor en libros de las acciones a la fecha que reportan los estados financieros.

5. 
RENTABILIDAD SOBRE ACTIVOS, VENTAS Y PATRIMONIO:
Se refiere a la obtención de índices de Rentabilidad con respecto a rubros principales de los Estados Financieros, usando como numerador la utilidad neta del ejercicio.

6. 
FUENTE DE FINANCIAMIENTO EN BANCOS, FINANCIERAS Y OTROS
Se refiere a la composición de las deudas de la empresa por fuente de financiamiento.

III-
ESTADO   DE RIESGO
En este apartado se anotarán los saldos de las diferentes clases de financiamiento a cargo de un deudor, especificando la referencia, el monto contractual, las fechas de otorgamiento y vencimiento; desglosando a su vez los saldos de capital e intereses vencidos y vigentes y los saldos de las cuentas contingentes con su total correspondiente (incluidos los otros adeudos a cargo del deudor). Se registrará la fecha de vencimiento  

más antigua , la fecha hasta que el capital y los intereses están pagados, la fecha de la última regularización de sobregiro ocasional y los abonos a obligaciones, aplicados a las cuentas del Pasivo.

IV-
ESTRUCTURA DE LAS GARANTIAS
Deberá especificarse la clase de garantía que respalda el financiamiento, plasmando el monto contractual, el valúo técnico ó pericial, fecha del valúo, el No. de inscripción o de presentación según el Registro correspondiente y la ubicación física de la garantía que se tiene, si se trata de garantías reales.

Los financiamientos que cuenten con garantías reales, deberán ser valuados al valor de mercado neto de gastos de readecuaciones. En el caso de los bienes inmuebles se podrá tomar el valor contractual.

En el caso de proyectos en desarrollo y proyectos terminados deberá disponerse de un valúo, el cuál estará en función del avance físico de la obra o del valor de realización, tomándose el que fuese menor, para efectos de determinar el porcentaje de cobertura de la deuda total, en ambos casos también se realizará el valúo al valor de mercado y se presentará el que sea más bajo.

En el caso de garantías de depósitos en efectivo, deberá señalarse el monto de los depósitos y número de transacción en la columna "Monto Depósitos ó Valor Contractual". 

De haber garantía de fianzas, avales y Garantías extendidas por bancos de primera línea, deberá especificarse el nombre del banco, valores, tipo y número de transacción en cualquiera de las columnas no utilizadas.

Se considerarán sin cobertura los financiamientos amparados con garantías fiduciarias, así como también las garantías hipotecarias y prendarias que no se encuentren inscritas en el Registro de la Propiedad, de Bienes y Raíces y del Registro de Comercio, respectivamente.

Con la información anterior, determinar la cobertura de la garantía, relacionando el valor de la Garantía con la deuda total del deudor.

V-
CALIDAD DEL DEUDOR (Antecedentes Crediticios)

Se colocará el tiempo que tiene el deudor de ser usuario de la institución, así también la situación de pago que ha experimentado el deudor respecto al servicio de su crédito.

Bajo este concepto se determinará además, la calidad del deudor en función de su record crediticio en la institución como en otras entidades financieras, así como por su prestigio profesional y responsabilidad. En el espacio, Categoría de sus Créditos en Otras Instituciones, se anotarán los nombres de las otras instituciones financieras en donde el deudor tenga o haya sido sujeto de crédito, indicando a la par la categoría del riesgo con que estuviese calificado.

VI-
ACCIONES  PROGRAMADAS PARA CREDITOS DE ALTO RIESGO
En caso de deudores con problemas de carácter financiero y demás factores que entorpezcan el cumplimiento de lo pactado, se señalarán las acciones iniciadas por la institución para la recuperación de los saldos y la fecha en que se decidió o acordó llevar a cabo la acción; en los casos de acción legal se especificarán en la columna correspondiente las fechas en que se suscitaron las acciones legales efectuadas según la etapa del caso señalado, de no ser ninguna de las anteriores especificar en el renglón "Otros", la acción tomada.

VII-
DOCUMENTACION  DEL  DEUDOR
Se definirá marcando con una "X" en la columna correspondiente, la información que contiene el expediente a la fecha de la evaluación del crédito; en caso de que la información indicada no corresponda a la naturaleza del deudor, se marcará una "X" en la columna: No Aplica (N/A).

VIII-
OTROS   ASPECTOS

Se anotará en este espacio cualquier aspecto diferente a los indicados en los romanos anteriores, tales como: Inestabilidad de la administración de la empresa deudora, situaciones de incertidumbre o expectación de mercado, aspectos laborales de la empresa, fenómenos naturales, y otros aspectos que directa o indirectamente han afectado o afectarán la situación del crédito del deudor.

IX-
COMENTARIOS DEL ANALISTA DE CREDITO
Este espacio es exclusivo para el responsable de la institución financiera que trasladó los datos a la ficha, quién anotará los argumentos que crea necesarios para respaldar y fundamentar sus conclusiones, respecto a la calificación que a su juicio le adjudicó al deudor, plasmando al final del mismo, la firma personal para dar fe de la información.

NOTA:
Cuando se trate de créditos para adquisición de vivienda y consumo, no será necesario llenar ficha, pero las instituciones financieras deberán disponer de la siguiente información mínima:

Nombre de la institución, nombre del deudor, calificación del deudor, monto original del préstamo, saldo de capital e intereses adeudados, calificación del deudor en otras instituciones, situación del crédito en cuanto a: plazo, cuotas atrasadas, última fecha de pago.   En el caso específico de créditos para vivienda, deberá adicionarse lo siguiente: la cobertura de la garantía (Relación garantía/deuda), el estado legal de la garantía y otros aspectos que le permitieron al analista de crédito de la institución determinar la calificación del activo crediticio.
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CIRCULAR
23 de julio de 1996

ASUNTO: Normas transitorias para Clasificar la Cartera de Activos de Riesgo Crediticios y  Constituir las Reservas de Saneamiento para el Sector Construcción.

Ingeniero

Juan Miró

Vicepresidente

CITIBANK, N.A.
Presente

Señor Vicepresidente:

Comunicamos a usted que nuestro Consejo Directivo en sesión No. CD-36/96 de fecha 10 de julio de los corrientes, después de analizar detenidamente la solicitud de fecha 4 de julio del corriente año, presentada a esta Superintendencia por las entidades BANCASA, CREDISA, AHORROMET, S.A. y ATLACATL, S.A., así  como al planteamiento de CASALCO de fecha 25 de junio del presente año, en los que se expone la problemática de reactivación del sector de la Construcción en nuestro país y que las gestiones planteadas hacen referencia a las diferentes medidas que pueden coadyuvar a la reactivación del sector mencionado y que los criterios de flexibilización deben ser prudentes para mantener un adecuado nivel de reservas de saneamiento, acuerda:

I - Emitir las siguientes normas transitorias aplicables únicamente al sector de la construcción, durante el período de seis meses comprendidos del mes de julio al mes de diciembre de 1996 (x) , revisables al 30 de septiembre del mismo año:

(x)
Por resolución del Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero, se prorrogó la vigencia hasta el 30 de junio de 1997, según consta en acta CD- 06/97 del 12 de febrero de 1997.

1.- Reclasificación de Créditos Refinanciados
1.1.- Los bancos y financieras que concedan refinanciamiento a sus deudores podrán reclasificarlos a una categoría de menor riesgo, siempre que las proyecciones financieras determinen que existe viabilidad de pago.

No obstante, por sana práctica financiera, las reservas de saneamiento constituidas por los bancos y financieras antes del refinanciamiento, deberán 

registrarse en la cuenta "Reservas Voluntarias", después de haber disminuido 

la "Reserva Mínima" correspondiente, de acuerdo a la nueva categoría que se le asigne al deudor.

1.2.- Los bancos y financieras que no hayan reclasificado a los deudores refinanciados, podrán clasificarlos a una categoría de menor riesgo siempre que dichos deudores hayan pagado puntualmente sus obligaciones durante el plazo de seis meses a partir de la fecha del refinanciamiento.

El tratamiento para las reservas de saneamiento será el mismo que el indicado en el numeral anterior.

2.- Cobertura de Garantía.

La cobertura de garantía es únicamente sobre los bienes cuya hipoteca esté inscrita en el registro correspondiente; y, para aquellas que no lo estén, se requerirá que por lo menos deban estar presentadas a dicho registro, concediéndoles un plazo no mayor de 180 días para su inscripción; pasado ese plazo se considerarán como no inscritas, a menos que se compruebe su inscripción efectiva. Para estos efectos se tomará el valúo pericial más reciente, el cual deberá ser elaborado por el deudor y revisado por peritos inscritos en el registro que al efecto lleva esta Superintendencia. La cobertura de garantía respecto al total de obligaciones para la reclasificación será la siguiente: 70% de cobertura para reclasificar de categoría "E" a categoría "D", y 110% para reclasificar de categoría "D" a categoría "C".

El tratamiento de las reservas será igual al establecido en el numeral 1.1.

II - El Reglamento para Clasificar la Cartera de Activos de Riesgo Crediticios y Constituir las Reservas de Saneamiento, se continuará aplicando al sector de la Construcción en todos los demás aspectos no contemplados en las anteriores normas transitorias.

III - Los deudores que mejoren de categoría con la aplicación de estas normas transitorias, al final del plazo establecido mantendrán la categoría de riesgo que se les asignó, excepto en los casos de mora que se les aplicará el reglamento vigente.

IV - Los bancos y financieras podrán liberar reservas de saneamiento de aquellos deudores que sean reclasificados a una categoría de menor riesgo, con autorización previa de esta Superintendencia siempre que el total de obligaciones sea igual o mayor a 500,000 y que se haya observado pago puntual de sus obligaciones.

V - Acuerdo que fue ratificado en la sesión antes indicada por considerarlo de aplicación inmediata.

Atentamente,

Rafael Rodríguez Loucel

Superintendente







29 de junio de 2001

No.

ASUNTO: Acuerdo de Consejo Directivo relacionado con el sector café.

«Título»
«Nombre»
«Puesto»
«Organización»
«Presente»
«saludo»
Nos referimos a carta de fecha 05 de junio del corriente año, suscrita por el Presidente a.i. de la Asociación Bancaria Salvadoreña (ABANSA), en la cual expone que ante la futura implementación del programa para la sostenibilidad del sector cafetalero a través del Fideicomiso Ambiental para la Conservación del Bosque Cafetalero “FICAFE”, impulsado por el Gobierno de la República y el Banco Multisectorial de Inversiones (BMI), se hace necesario implementar una política de reservas de saneamiento congruente con el esquema y objetivos de dicho programa, proponiendo la política siguiente:

“A- Cartera dentro del programa FICAFE (Productores de café)

Se deberá constituir al 30 de septiembre de 2002, una reserva inicial del 10% sobre el saldo de la cartera, distribuida de la siguiente forma: 

El diferencial con relación a la reserva actual, se deberá constituir en un 50% al 30 de septiembre de 2001, y el 50% restante al 30 de septiembre de 2002. 

A partir del 30 de septiembre de 2002, se deberá constituir una reserva anual equivalente al 2.5% del saldo de cartera dentro del programa FICAFE. Dicha reserva  se provisionará trimestralmente en forma genérica en relación a dichos saldos y aplicará para productores y beneficiadores según los lineamientos establecidos en el FICAFE”.

“B- Cartera fuera del programa FICAFE (Beneficiadores de café)

Se deberá hacer una evaluación bajo los actuales lineamientos de la SSF, para identificar las posibles deficiencias en reservas, al 31 de agosto de 2001. El 50% de las deficiencias en reservas se deberá constituir para el 30 de septiembre de 2001, y el 50% restante para el 30 de septiembre de 2002”.

Al respecto, les comunicamos que la solicitud fue conocida y analizada por nuestro Consejo Directivo en sesión No. CD-28/01 de fecha 06 de junio del corriente año, aprobada en sesión No. CD-30/01 de 13 de junio del mismo año, habiendo tomado el siguiente acuerdo: 

“Aprobar el planteamiento de constitución de reservas de saneamiento presentado por ABANSA, en la siguiente forma: 1 -Para cartera FICAFE (productores de café): a) Calcular una reserva de saneamiento equivalente al 10% sobre los saldos al 31 de agosto del corriente año, a la que se le restarán las reservas constituidas a esa fecha según la categoría de riesgo de cada deudor, por la diferencia, constituir la reserva de saneamiento de la forma siguiente: 50% al 30 de septiembre de 2001 y el 50% restante, al 30 de septiembre de 2002; b) A partir del 2002, con saldos al 30 de septiembre de cada año, aplicar el 2.5% anual sobre saldos en concepto de reserva de saneamiento, registrando la cuarta parte en cada uno de los trimestres del año. 2- Para la cartera fuera del FICAFE (Beneficiadores de café) y avíos, a partir del 2002: a) Evaluar a los deudores, de conformidad al Reglamento para Clasificar la Cartera de Activos de Riesgo Crediticios y Constituir las Reservas de Saneamiento (NCB-003); considerando las coberturas de garantías establecidas para este esquema en el numeral 3; b) Con saldos al 31 de agosto de 2001, calcular las reservas de saneamiento y registrar el ajuste que se determine, así: El 50% al 30 de septiembre de 2001 y el 50% restante, al 30 de septiembre de 2002; después de esa fecha, evaluar a los deudores conforme lo establece la norma en referencia, así como previo al otorgamiento de cada avío, comenzando con el avío 2002-2003, debiendo ajustar las reservas de saneamiento que se determinen en cada evaluación. 3- GARANTIAS: Ponderar las garantías, para efecto de cobertura de la deuda, así: a) 65% del valor contractual y pericial, de los dos el que sea más bajo, de las garantías inmobiliarias en primera hipoteca y prenda sobre el café, las cuales deben estar inscritas en los registros correspondientes. La prenda sobre café será computable siempre que la entidad acreedora tenga control sobre la misma; y b) 100% del valor de las garantías siguientes: Certificado de Garantía del PROGARA hasta el 16.67% de los saldos documentados de las deudas reestructuradas dentro del FICAFE, Certificados de Depósito pignorados a favor del banco, Cartas de Crédito Stand-By otorgadas por bancos de primera línea y fianzas de bancos locales. El valor total de estas garantías deberá relacionarse con el activo de riesgo a fin de determinar si existe una cobertura del 70% o del 110%, para reclasificar a los deudores de alto riesgo a categorías “D” o “C”, respectivamente;  4- Los deudores del sector café tendrán una sola categoría de riesgo, que será la que se les asigne en la cartera fuera del programa FICAFE; en ese sentido, si existe un deudor que también se encuentre en la cartera FICAFE, la categoría de riesgo que se le asignará será la del no FICAFE, la que servirá únicamente para conocer el riesgo potencial que representa el deudor, no así para constituir las reservas de saneamiento.”

Atentamente,

Con Instrucciones del Superintendente

Luis Armando Montenegro

Intendente de Supervisión
NTC-01

El Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero, con base en el literal b) del artículo 3 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Sistema Financiero y en los artículos 4, 19 y 63 de la Ley del Sistema de Tarjetas de Crédito, acuerda emitir las:

NORMAS PARA EL SISTEMA DE TARJETAS DE CRÉDITO

CAPÍTULO I

OBJETO,  SUJETOS Y DEFINICIONES

Objeto

Art. 1.- Las presentes Normas tienen por objeto desarrollar los procedimientos y metodologías para la aplicación de las disposiciones contenidas en la Ley del Sistema de Tarjetas de Crédito.

Sujetos


Art. 2.- Las entidades obligadas al cumplimiento de estas Normas son los emisores, coemisores, adquirientes, administradores o gestores de tarjetas de crédito, cuando éstos sean:

a) Bancos;
b) Sociedades miembros de un conglomerado financiero; 

c) Bancos cooperativos;
d) Sociedades de ahorro y crédito; 

e) Federaciones de bancos cooperativos; y 

f) Otras sociedades que de conformidad a sus respectivas leyes estén sujetas a la supervisión de la Superintendencia.

Los administradores y gestores estarán obligados al cumplimiento de estas Normas cuando, en virtud de un contrato, se encarguen por cuenta del emisor de la colocación, contratación y cobro de las tarjetas de crédito. 

Las expresiones “entidad o entidades” utilizadas en estas Normas se entenderán comprensivas de los sujetos obligados antes mencionados.  Los términos “Superintendencia” y  “Ley” denominan en su orden a la Superintendencia del Sistema Financiero y  a la Ley del Sistema de Tarjetas de Crédito.

Definiciones

Art. 3.- Para efectos de estas Normas se han definido un conjunto de términos,  los cuales se detallan en Anexo No. 1.

CAPÍTULO II

PROCESO DE AUTORIZACIÓN PARA EMITIR O COEMITIR TARJETAS DE CRÉDITO

Listado de emisores y coemisores

Art. 4.- La Superintendencia llevará un listado de las entidades emisoras o coemisoras, de los administradores y de los gestores de tarjeta de crédito,  autorizados para operar con  tarjetas de crédito; y hará del conocimiento del público las entidades que integran dicho listado en la frecuencia, forma y medios que disponga.


La autorización constará en una certificación del acuerdo emitido por la Superintendencia  que se entregará a la entidad, conforme a lo cual se entenderá otorgada la facultad para operar con tarjetas de crédito. 

Solicitud de autorización

Art. 5.- Las entidades interesadas en operar como emisores, coemisores o administradores  de tarjetas de crédito deberán solicitar autorización a la Superintendencia para actuar como tal, debiendo sujetarse a las disposiciones contenidas en los artículos 3 y 4 de la Ley y a las que se establezcan en las presentes Normas.

La solicitud de autorización para operar tarjeta de crédito deberá venir acompañada de lo siguiente:

a) Testimonio de la escritura de constitución de la entidad y sus modificaciones; 

b) Copia del Número de Identificación  Tributaria (NIT) de la entidad;

c) Certificación del Punto de Acta de Junta Directiva o del Consejo de Administración de la entidad en la que se relacione que dicho órgano acordó solicitar a la Superintendencia autorización para emitir o administrar tarjetas de crédito;

d) Acreditación del representante legal;  

e) Detalle de los accionistas con su porcentaje de participación accionaria;

f) Copia del Número de Identificación Tributaria (NIT) de los accionistas o copia  del pasaporte en el caso de  extranjeros, de aquéllos cuya participación accionaria sea mayor del 1% del capital social de la entidad;
g) Estados financieros auditados de los dos últimos años de los  accionistas, sean  personas naturales o jurídicas, con una participación accionaria mayor del 10% del capital social de  la entidad;

h) Estados financieros auditados correspondientes a los dos últimos años, acompañados de las notas y el dictamen del auditor externo, y copia de los estados financieros correspondientes al mes inmediato anterior al de la solicitud de la entidad; 

i) Nómina de las personas que integran la Junta Directiva; 

j) Copia del Número de Identificación Tributaria (NIT) de las personas que integran la Junta Directiva o copia  del pasaporte en el caso de  extranjeros;

k) Organigrama de la entidad y número de empleados con que operará;

l) Nómina de los gerentes y demás funcionarios de la entidad, señalando su correo electrónico y teléfono de contacto; 

m) Descripción de la fuente de fondos con que operará;

n) Estudio de factibilidad económico-financiero, en el que se incluyan las bases financieras de las operaciones que se proyectan desarrollar de por lo menos dos años, los planes comerciales y el segmento de mercado que atenderán. El estudio de factibilidad económico financiero deberá ser elaborado por un profesional de amplia experiencia en la formulación y evaluación de proyectos o por una empresa respaldada por profesionales de esa categoría;
ñ)
Copia de los manuales contables, políticas y reglamentos internos de la entidad 
relacionados con la operatividad de las tarjetas de crédito;
o) Descripción de los sistemas informáticos para operar tarjetas de crédito, que deberá contener como mínimo lo detallado en Anexo No.2, y la descripción del sistema contable;
p) Marcas de las tarjetas que emitirán, sus características y su ámbito de aplicación ya sea nacional o internacional; 

q) Modelos de contratos de apertura de crédito para la emisión y uso de tarjeta de crédito, que deberá cumplir con los aspectos señalados en el Capítulo III de estas Normas;

r) Nombre o razón social del despacho de auditoría que practica la auditoría externa de la entidad; y

s) Informe  emitido por una firma de auditores externos que certifique la cuantía del capital social pagado de la entidad a la fecha de la solicitud.

En lo pertinente la documentación anterior  deberá presentarse certificada notarialmente.

La Superintendencia verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos a las entidades en forma previa a su incorporación en el listado respectivo.
Se exceptúa de la aplicabilidad de este artículo a los bancos, a las sociedades subsidiarias que emiten o administran tarjetas de crédito y que forman parte de los conglomerados financieros autorizados por esta Superintendencia como parte de los mismos con anterioridad a la vigencia de la Ley y a las sociedades de ahorro y crédito cuya autorización para operar incluya la emisión de tarjetas de crédito.

Las demás entidades sujetas a la fiscalización de esta Superintendencia que requieran autorización para emitir, coemitir o administrar tarjetas de crédito deberán anexar a la solicitud únicamente la información señalada en los literales c), o), p) y q) de este artículo. Las federaciones de cooperativas de ahorro y crédito que deseen administrar las tarjetas de crédito de sus afiliadas deberán remitir, además de la información indicada en los literales antes mencionados, un “Manual de Calificación de Entidades Afiliadas” en el que se indiquen las características que deberán cumplir aquellas entidades afiliadas a la federación que podrán operar con tarjeta de crédito.

Las subsidiarias de bancos o de controladoras de finalidad exclusiva que se constituyan y  soliciten autorización para operar tarjetas de crédito después de la vigencia de la Ley deberán previamente cumplir con las disposiciones establecidas en  la Ley de Bancos, en las Normas para Autorizar a los Bancos y Controladoras de Finalidad Exclusiva a Realizar Inversiones Accionarias en Sociedades Salvadoreñas (NPB1-10)  y en las Normas para Determinar las Sociedades que pueden formar parte de los Conglomerados Financieros (NPB4-33).
Autorización para Personas Jurídicas Extranjeras

Art. 6. – Los bancos constituidos con arreglo a las leyes extranjeras que se propongan operar tarjetas de crédito en El Salvador deberán obtener autorización previa para constituirse como banco o sucursal de banco extranjero, de acuerdo a las disposiciones establecidas en la Ley de Bancos.

Gestores de tarjeta de crédito

Art. 7.- Las entidades sujetas a estas Normas deberán remitir a esta Superintendencia copia certificada del contrato suscrito con el gestor de una tarjeta de crédito, el cual deberá cumplir con las regulaciones establecidas en las leyes y normas aplicables, en un plazo de treinta días después de su suscripción.

Plazo para la autorización

Art. 8. - Después de recibida la solicitud con la información requerida en el artículo 5 de estas Normas, la Superintendencia podrá solicitar a los interesados, en los sesenta días hábiles  siguientes, las ampliaciones que considere pertinentes. De no cumplirse con el requerimiento en un plazo de sesenta días hábiles, se entenderá que los solicitantes han desistido y se archivará el expediente.
Si los solicitantes manifestaren interés después del último plazo señalado en el inciso anterior, deberán comenzar nuevamente el proceso.

Recibida la información a satisfacción de la Superintendencia, ésta dispondrá de un plazo adicional de hasta noventa días hábiles para efectuar el análisis correspondiente, verificar los sistemas informáticos y resolver sobre la solicitud de autorización para operar tarjetas de crédito. Concluido dicho plazo, de no haberse objetado la solicitud, se entenderá que ha sido resuelta favorablemente.
CAPÍTULO III

DEL CONTRATO DE APERTURA DE CRÉDITO

Depósitos de modelos de contratos 



Art. 9.- Las entidades deberán remitir a la Superintendencia, previo a su utilización, los modelos de contratos de apertura de crédito para la emisión y uso de tarjeta de crédito, para su respectiva revisión, autorización y registro, debiendo cumplir con lo estipulado en el artículo 7 de la Ley y el artículo 22 de la Ley de Protección al Consumidor. Una vez autorizados, la Superintendencia los tendrá como depositados. 

Cuando la entidad pretenda modificar el contrato de apertura de crédito, deberá  previamente remitirlo  a la Superintendencia para la autorización de las modificaciones y la sustitución del depositado con anterioridad.

Si después de treinta días hábiles de haber presentado los modelos o modificaciones de contratos  no hubieren sido objetados u observados, se entenderá que cumplen con la Ley y en consecuencia pueden ser utilizados por los emisores y/o coemisores.

Contenido del contrato

Art.10.- El contrato que formaliza legalmente la relación jurídica entre el emisor y/o coemisor y el tarjetahabiente debe proveer información clara, veraz, suficiente y de fácil comprensión, que permita el pleno conocimiento de los deberes y derechos del emisor y/o coemisor y del tarjetahabiente, así como las particularidades del producto. El contrato contendrá como mínimo, además de lo establecido en el artículo 6 de la Ley, lo siguiente:

a) Monto del crédito otorgado, expresado en letras y números;

b) Tasa de interés nominal, tasa de interés efectiva, tasa de interés moratoria o recargo por incumplimiento de pago; y
c) Cualquier información relacionada con las características y restricciones del producto, así como cualquier otra explicación que sea de utilidad e importancia para el tarjetahabiente.

Celebración del contrato 


Art. 11.- Las entidades celebrarán los contratos de apertura de crédito con aquellos tarjetahabientes que hayan cumplido con todo el proceso interno de calificación establecido por la entidad acreedora para tal fin, el cual deberá incluir el análisis de crédito atendiendo la capacidad de pago del solicitante. Lo mismo deberá ser aplicable previo al otorgamiento de extrafinanciamientos, incrementos en el límite de crédito, refinanciamientos y reestructuraciones, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Ley.

Para lo anterior,  las entidades deberán contar con políticas de crédito aprobadas por su Junta Directiva,  las que deberán remitir a esta Superintendencia en un plazo no mayor a sesenta días después de la vigencia de estas Normas. Cuando haya modificaciones a estas políticas, éstas deberán ser actualizadas y remitidas a esta Superintendencia en un plazo no mayor de treinta días después de la aprobación de la Junta Directiva de la entidad. 

Modificaciones a las condiciones contractuales.


Art. 12.- Cualquier cambio en las condiciones contractuales deberá sujetarse a lo establecido en los artículos 9 y 14 de la Ley. 

En todo caso, la tasa de interés no podrá modificarse durante los primeros seis meses del contrato, salvo que sea en beneficio del tarjetahabiente.

Expediente del tarjetahabiente 

Art. 13.-El expediente que se le aperture al tarjetahabiente deberá contener  los documentos establecidos en las políticas emitidas por las entidades y como mínimo lo siguiente:

a) Persona Natural:

i. Copia del contrato de apertura de crédito suscrito con el cliente;

ii. Estudio  de crédito que evalúe la capacidad de pago del solicitante;
iii. Copia del Número de Identificación Tributaria (NIT);

iv. Copia del Documento Único de Identidad (DUI);

v. En el  caso de extranjeros copia del pasaporte u otro documento vigente de aceptación legal.
b) Persona Jurídica:

i. Copia del contrato suscrito con el tarjetahabiente;

ii. Estudio  de crédito que evalúe la capacidad de pago de la sociedad;

iii. Copia del Número de Identificación Tributaria (NIT);

iv. Copia del pacto social actualizado;

v. Copia autenticada del poder administrativo que acredite la facultad para contraer obligaciones financieras;

vi. Autorización escrita designando a las personas que pueden hacer uso de la tarjeta de crédito. 
Además cualquier otra información que se origine por un servicio, aviso de pérdida, extravío, robo o destrucción de la tarjeta de crédito, reclamos, gestiones de cobro, entre otros; este expediente podrá llevarse en forma física o electrónica.

Gestión de Riesgo


Art. 14.- Las entidades deberán contar con un sistema de gestión de riesgo  que le permitan identificar, medir, controlar, monitorear  y mitigar los riesgos de crédito, mercado, liquidez, operacional, reputacional, legal, tecnológico y otros a los que están expuestas las entidades por las operaciones de tarjeta de crédito.

Además, serán responsables de brindar seguridad en las transacciones que realicen los tarjetahabientes, por lo que deberán establecer para el desarrollo de sus operaciones las políticas y adecuados sistemas de control interno, sistemas de seguridad informática, sistemas antifraude y políticas para aplicación de contracargos para operaciones en disputa, que procuren la debida seguridad de las operaciones realizadas por éstos, con apego a las sanas prácticas y de conformidad a las disposiciones establecidas en el Código de Comercio, Ley de Bancos, Ley de Protección al Consumidor y demás leyes aplicables. 

Cobertura de seguros

Art. 15.- La protección contra robo, hurto, fraude y extravío de tarjeta de crédito podrá ser respaldada  por seguros efectuados por las sociedades de seguros de conformidad a las leyes correspondientes o por planes o programas de protección facilitados por los emisores y/o coemisores de tarjetas de créditos, los cuales deben ser autorizados como nuevo servicio financiero por el Banco Central de Reserva de El Salvador con base al literal w) del Art. 51 de la Ley de Bancos, o con previa opinión favorable según el literal s) del Art. 34 de la Ley de Bancos Cooperativos y Sociedades de Ahorro y Crédito, en su caso.


Los emisores y/o coemisores que cuentan con planes o programas de protección seguirán operando como tal, pero deberán realizar el trámite aludido en el inciso anterior,  por lo que contarán con un período de sesenta días hábiles  a partir de la vigencia de estas Normas para diligenciar la respectiva autorización. 

La información referida a los seguros o a los planes o programas que las entidades ofrezcan, asociada a la tarjeta de crédito, deberá indicar en forma clara y detallada en su caso los riesgos cubiertos, el monto de la prima o pago y la forma en que será determinada, las exclusiones y el plazo para efectuar el reclamo.  Asimismo, tratándose de seguros, se deberá señalar el nombre de la compañía de seguros que emite la póliza y se deberá entregar al tarjetahabiente una copia del contrato de seguro adquirido en el momento de su suscripción o, en su caso, de las condiciones de los planes o programas de protección.  

Certificación del saldo adeudado


Art. 16.- A partir de la vigencia de la Ley, para sustentar las obligaciones del tarjetahabiente ante acciones judiciales, hará fe en juicio la certificación del saldo adeudado extendida por el auditor externo de la entidad junto con el visto bueno del gerente de la misma, salvo prueba en contrario. 

La utilización de títulos  valores o de documentos en blanco no están permitidos como medio para garantizar la obligación del tarjetahabiente. 
CAPÍTULO IV

DE LA EMISIÓN DE LA TARJETA DE CREDITO

Contenido de la tarjeta de crédito


Art. 17.- Las tarjetas de crédito se expedirán con carácter de intransferible, debiendo emitirse a nombre del respectivo titular y deberán contener, como mínimo, la información  establecida en el artículo 5 de la Ley; adicionalmente, deberá contener los números de teléfonos de atención permanente al tarjetahabiente.

Obligación de informar


Art. 18.- Los  emisores y/o coemisores de tarjetas de crédito, previa suscripción de los contratos de apertura de crédito, deberán explicar con claridad a sus tarjetahabientes las responsabilidades que éstos adquieren en el uso de la tarjeta de crédito con que se operará el crédito otorgado, lo cual deberá quedar debidamente documentado desde el momento en que el tarjetahabiente recibe la tarjeta de crédito, quien deberá firmar de enterado de sus responsabilidades.

Las explicaciones deberán referirse principalmente al uso adecuado del financiamiento para no incurrir en mora y las consecuencias de su mal uso; así como en los aspectos de seguridad y confidencialidad en el manejo de la tarjeta,  para prevenir fraudes de parte de terceros; uso de la tarjeta en cajeros automáticos y en comercios afiliados; también el uso en operaciones vía telefónica, por internet y en el extranjero.

Educación financiera


Art. 19.- Las entidades tendrán la responsabilidad  de proporcionar en forma clara, veraz y oportuna toda la información y las explicaciones que el tarjetahabiente le requiera en relación con el producto o servicio que se le ofrece; además, deberán realizar campañas divulgativas y educativas con la finalidad de educar e informar a los tarjetahabientes sobre el uso razonable y responsable de las tarjetas de crédito de acuerdo a sus políticas.

Sistema de recepción de denuncias


Art. 20.- Las entidades deberán contar con un sistema de recepción de denuncias que opere las veinticuatro horas del día, todos los días del año, para garantizar las operaciones y minimizar los riesgos por operaciones con tarjetas sustraídas o extraviadas, identificando y registrando cada una de ellas con hora y numero correlativo, el que deberá ser comunicado en el acto al denunciante, lo cual no generará cargo alguno para el tarjetahabiente.


Asimismo, deberán contar con oficinas físicas de atención de denuncias y reclamos, debidamente identificadas, que funcionen dentro de horarios hábiles, las cuales deberán publicitar y hacer del conocimiento de los tarjetahabientes por los medios que estimen convenientes; también deberán informar a la Superintendencia su ubicación exacta, el horario de atención, el teléfono, correo electrónico y el nombre de la persona encargada, lo que deberán actualizar siempre que ocurran cambios.

Recepción de reclamos


Art. 21.- El tarjetahabiente deberá en primera instancia presentar su reclamo,  ante la entidad emisora y/o coemisora, dentro de un plazo no mayor a noventa días después de la fecha de corte del estado de cuenta que está impugnando.  


La entidad asignará número al reclamo y entregará al tarjetahabiente un comprobante  con el nombre y firma de la persona que lo recibe, dejando constancia del día y hora de la recepción y, en un plazo no mayor a treinta días siguientes a la recepción del mismo, dar trámite y resolución a lo planteado por el tarjetahabiente, comunicándole los resultados obtenidos en forma escrita o por medios electrónicos, de manera clara y suficiente, aportando copia de los comprobantes o fundamentos que respalden tal resolución, de acuerdo al artículo 26 de la Ley; asimismo, deberá incorporar al expediente del tarjetahabiente toda la información que soporte las investigaciones realizadas y sus resultados.


Para las operaciones  realizadas en el exterior el plazo de corrección se ampliará a ciento veinte días.


De no estar satisfecho el tarjetahabiente con la resolución de la entidad emisora y/o coemisora, después de cumplido con todo el procedimiento establecido en la Ley, éste podrá en una segunda instancia presentar la denuncia ante la Superintendencia adjuntando la resolución otorgada por la entidad emisora y toda la documentación en que basa su inconformidad. La Superintendencia según el caso requerirá copia del expediente a la entidad y una investigación efectuada por el auditor interno de la misma.

Control de los reclamos y denuncias


Art. 22.- Las entidades deberán establecer un registro para el control estadístico de los reclamos y denuncias interpuestas ante dicha entidad por los tarjetahabientes, conteniendo el número de casos y tipo de reclamos recibidos, casos resueltos y casos pendientes de resolución, conforme el formato descrito en Anexo No. 4 de las presentes Normas, el que deberá ser remitido mensualmente a la Superintendencia en un plazo de cinco días hábiles siguientes al mes en referencia, remitiéndolo por medios electrónicos o de la forma que la Superintendencia lo determine. 

CAPÍTULO V

 INTERESES, COMISIONES  Y RECARGOS 

Intereses bonificables 


Art. 23.- Los intereses de los importes de las compras realizados mediante tarjeta de crédito en el período de facturación del estado de cuenta serán dispensados toda vez que el tarjetahabiente opte por cancelar el saldo de contado en o antes de la fecha límite de pago.   

 Financiamiento 


Art. 24.- Se entenderá que el tarjetahabiente ha hecho uso de financiamiento  cuando no cancela totalmente el saldo de contado comunicado en el estado de cuenta respectivo, en o antes de la fecha límite de pago. 

Todo pago se aplicará atendiendo la prelación establecida en la Ley y de conformidad con los montos previamente informados en el desglose del pago mínimo requerido en dicho estado de cuenta. 

Intereses devengados


Art. 25.- Para el cálculo de los intereses que se devenguen hasta la fecha de corte del estado de cuenta se procederá de la siguiente forma:

a) Los intereses calculados de los importes de las compras o retiros de efectivo efectuados entre la fecha de corte del estado de cuenta del mes anterior y la fecha de corte del estado de cuenta del mes actual tomarán como referencia los días transcurridos entre la fecha de realización de la transacción y la fecha de corte del estado de cuenta del mes actual; y
b) El saldo de capital proveniente de estados de cuenta anteriores devengará intereses a partir del siguiente día de la fecha de corte del estado de cuenta del mes anterior hasta la  fecha de corte del estado de cuenta del mes actual. 

En ambos casos deberán calcularse los intereses tomando en cuenta los abonos efectuados por los tarjetahabientes a efecto de determinar saldos diarios de capital.

 

Cuando la fecha límite de pago sea un día de cierre bancario, un día feriado, un día de asueto nacional, fin de semana, o que no estuviere habilitado el sistema informático o la posibilidad para poder efectuar el pago, la fecha límite de pago se prorrogará al siguiente día hábil.   

Extrafinanciamientos


Art. 26.- La cuota de pago del extrafinanciamiento estará separada del pago de las operaciones normales generadas por el uso de la tarjeta de crédito, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 18 literal d) de la Ley, debiendo reflejar al tarjetahabiente las condiciones generales del extrafinanciamiento por separado, las que deberán contener como mínimo el plazo, número de referencia del extrafinanciamiento, tasa de interés, cuota de extrafinanciamiento desglosada en capital, intereses, comisiones y recargos si los hubiere. En caso que el pago sea en exceso al pago mínimo establecido en el estado de cuenta, quedará a opción del tarjetahabiente decidir a cuál de las deudas abonar, situación que no le exime de su obligación de pago de todas las cuotas de los créditos adquiridos. (1)
Comisiones

Art. 27.-Se cobrarán solamente las comisiones previamente pactadas en los contratos de apertura de créditos y que representen un servicio adicional efectivamente prestado por el emisor al tarjetahabiente y que no sea inherente al producto o servicio contratado por el tarjetahabiente. 
Pago mínimo


Art. 28.- El pago mínimo de la tarjeta de crédito se determinará sumando los intereses por financiamiento, los intereses de mora o recargo por incumplimiento, las comisiones y la porción de capital correspondiente; o de acuerdo a lo establecido en los contratos depositados en la Superintendencia por cada entidad.


La porción de capital a cancelar en el pago mínimo se obtendrá dividiendo el saldo de capital adeudado entre el plazo concedido por el emisor para el financiamiento.

Cálculo de los intereses 


Art. 29.- Los intereses serán calculados de conformidad con lo establecido en el artículo  22 de la Ley, utilizando la siguiente fórmula:

	I = P * i * n


Donde: 

I = Interés a pagar 

P= Capital adeudado

i= Tasa de interés nominal porcentual vigente

n= Es el factor establecido de la relación del tiempo transcurrido dividido entre 365 o 366 si el año fuere bisiesto

Interés moratorio o recargo por incumplimiento de pago


Art. 30.- Los intereses moratorios se determinan sobre los saldos diarios de la porción de capital del pago mínimo no cubierto e incumplido a partir de la fecha límite de pago establecida en el estado de cuenta anterior, hasta la fecha de corte del estado de cuenta actual o hasta que se haga efectivo el pago, lo que ocurra antes. 

La tasa de intereses moratoria de los préstamos personales publicada por la Superintendencia,  a que alude el segundo inciso del artículo 20 de la Ley, deberá entenderse como la tasa de interés moratoria máxima publicada o exhibida  para los créditos personales de cada entidad con base en el último inciso del artículo 64 de la Ley de Bancos y, en caso de no ser banco, deberá referirse al banco del conglomerado financiero al que pertenece, y al artículo 42 de la Ley de Bancos Cooperativos y Sociedades de Ahorro y Crédito, según corresponda.


En el caso que se opte por  aplicar un recargo por incumplimiento de pago, el mismo se cobrará únicamente si el monto de la cuota en mora es igual o mayor a cinco dólares y su importe no deberá exceder del cinco por ciento del pago mínimo del estado de cuenta correspondiente.


Deberá tenerse en cuenta que no se puede aplicar dos cobros por un mismo hecho generador, o se cobran intereses moratorios o recargo por incumplimiento, en ningún caso ambos.

CAPÍTULO VI

METODOLOGÍA  Y  PARÁMETROS PARA EL CÁLCULO Y DETERMINACIÓN DE LAS TASAS DE INTERÉS EFECTIVAS.

Tasa máxima de interés efectiva


Art. 31.- Se entenderá como tasa máxima de interés efectiva el costo anual total de financiamiento sobre el capital prestado, expresado en términos porcentuales anuales, que, para fines informativos y de comparación, incorpora la totalidad de los cargos inherentes al financiamiento recibido. Incluye intereses, comisiones y recargos que el tarjetahabiente está obligado a pagar conforme al contrato.

Las entidades deberán calcular la tasa máxima de interés efectiva anualizada para cada tipo de tarjeta de crédito, de acuerdo a la siguiente metodología:

a) Determinación de tasa máxima de interés efectiva para efectos de publicación. 
i) Se determinará la tasa máxima de interés efectiva anualizada por tipo de tarjeta, dividiendo la suma de los intereses y membresía, entre el  límite de crédito mínimo del tipo de tarjeta de crédito. Su fórmula se expresa como sigue: 

[image: image1.png]LW+ M
c





ie  :       Tasa máxima de interés efectiva anual.

    LC:      Límite de crédito mínimo por tipo de tarjeta (el menor del rango             asignado al tipo de tarjeta).

i:         Tasa máxima de interés nominal anual.

M:
  Membresía facturada anualizada máxima. 
.  
ii) La tasa máxima efectiva anualizada a publicar por tipo de tarjeta de crédito será la mayor de entre las calculadas para los distintos límites de crédito que tenga cada tipo de tarjeta.

b) Determinación de tasa máxima de interés efectiva para efectos del contrato.

Para efectos de incluir en el contrato, se utilizará  la misma fórmula establecida en el literal a) de este artículo, con la diferencia que el parámetro  LC  corresponderá al límite de crédito otorgado al tarjetahabiente.

c) Determinación de tasa máxima de interés efectiva para efectos de informar al tarjetahabiente en su estado de cuenta.

Para el cálculo de la tasa efectiva requerida en el literal m) del artículo 24 de la Ley, se utilizará la misma fórmula establecida en el literal a) de este artículo,  con la diferencia que  el parámetro LC corresponderá al límite de crédito otorgado al tarjetahabiente y en el numerador se sumarán las comisiones anualizadas y recargos generados en el ciclo de corte anterior.
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ie  :      Tasa máxima de interés efectiva anual.

    LC:     Límite de crédito otorgado al tarjetahabiente.

i:        Tasa máxima de interés nominal anual.

M:
 Membresía facturada anualizada máxima. 

C:
 Comisiones anualizadas.

R:
 Recargo

Esta tasa podrá ser igual ó mayor a la estipulada en el contrato, dependiendo del comportamiento normal de pago y del uso del producto de parte del tarjetahabiente.

CAPÍTULO VII

DEL ESTADO DE CUENTA
Remisión del estado de cuenta

Art. 32.- La entidad emisora y/o coemisora deberá elaborar y enviar o poner a la disposición del titular con una anticipación mínima de quince días  un estado de cuenta mensual en forma impresa o por correo electrónico, según lo indique por escrito el tarjetahabiente, a la dirección que éste señale, a fin de que pueda realizar oportunamente los pagos respectivos. 


La entidad deberá contar con un procedimiento que le permita documentar el envío de los estados de cuenta a los tarjetahabientes.

El estado de cuenta deberá contener como mínimo lo establecido en el artículo 24 de la Ley y adicionalmente la siguiente información: 

a) Dirección del tarjetahabiente;

b) Plazo de financiamiento;
c) Nombre y lugares de las agencias donde los tarjetahabientes pueden realizar los pagos correspondientes;

d) Números telefónicos de servicio al tarjetahabiente para consultas en general, reporte de extravío, fraudes, clonación, robos o hurtos y otras denuncias; y

e) Dirección exacta, teléfono y correo electrónico de la Oficina de Atención de Denuncias.
CAPÍTULO VIII

DE LAS PUBLICACIONES

Publicación de Información


Art. 33.- Las entidades deberán publicar el primer día de cada mes, en dos diarios de circulación nacional en forma clara, legible y visible, las tasas máximas de interés anual nominal y  efectiva, las comisiones, el interés moratorio o el recargo por incumplimiento de pago, que estarán vigentes para dicho mes, tomando de base el formato descrito en el Anexo No. 3. 


Las entidades deberán exhibir, a partir del primer día de cada mes, en las carteleras instaladas en sus oficinas centrales y en las agencias, de manera clara, legible y visible, las tasas máximas de interés nominal y efectiva, comisiones, recargos aplicables a las operaciones de tarjeta de crédito, que estarán vigentes para ese mes, pudiendo además utilizar cualquier otro medio de comunicación masiva o su sitio Web.  

Al proporcionarse la información a través del sitio Web, ésta deberá mostrarse en espacio de fácil acceso junto con la información sobre la tarjeta de crédito y deberá estar actualizada, debiendo ser idéntica a la información que la entidad difunda en sus oficinas de atención al público y en los periódicos.


Art. 34.- Las tasas de interés anuales nominales y efectivas divulgadas deberán ser las máximas para cada tipo de tarjeta de crédito, presentadas en forma de porcentaje, con dos decimales. 
Art. 35.- Las tasas de interés, comisiones y recargos tendrán vigencia a partir del día de su divulgación y no se podrán aplicar las que no hayan sido divulgadas, excepto que se trate de disminuciones en las tarifas que beneficien a los tarjetahabientes.


Art. 36.- Toda divulgación de tasas de interés, nominal y efectiva, comisiones y recargos, incluso las de carácter publicitario comercial, deberá referirse al tipo de tarjeta de crédito específica, de tal manera que no induzca a error o confusión a los tarjetahabientes. 

Corrección de Publicaciones

Art. 37.- La Superintendencia podrá requerir nuevas publicaciones en aquellos casos en que no se hayan cumplido los requisitos que señala la Ley, o con lo establecido en estas Normas. 
Remisión de Información a la Superintendencia

Art. 38.-Los sujetos obligados deberán remitir a la Superintendencia, en medios electrónicos o en la forma que ésta lo determine, en los últimos tres días hábiles de cada mes, la información relativa a las tasas de interés, comisiones y recargos que publicarán el primer día del siguiente mes, de conformidad a lo establecido en el Anexo No. 3 de estas Normas.


CAPÍTULO IX

OTRAS DISPOSICIONES Y VIGENCIA

Régimen sancionatorio


Art. 39.- Las entidades deberán dar estricto cumplimiento a las presentes Normas, todo ello sin perjuicio de las sanciones y medidas a que hubiese lugar de conformidad a lo dispuesto en la Ley.

Registro de resoluciones sancionatorias


Art. 40.- La Superintendencia,  a través de la unidad técnica que designe, llevará un  Registro de sus resoluciones sancionatorias firmes que dicte con respecto a las sociedades emisoras y/o coemisoras de tarjetas de crédito. El Registro será público y también estará disponible en el  sitio Web de la Superintendencia. 

Aplicación a asociaciones cooperativas


Art. 41.- Estas Normas serán de aplicación y de obligatorio cumplimiento para los emisores y/o coemisores de tarjetas de crédito que estén constituidos como asociaciones cooperativas de ahorro y préstamo,  correspondiéndole al Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo supervisar y fiscalizar su cumplimiento, excepto las sujetas a la fiscalización de esta Superintendencia a quien corresponde su supervisión. 

Lo no contemplado

Art. 42.- Lo no previsto en las presentes Normas será resuelto por el Consejo Directivo de esta Superintendencia.

Vigencia


Art. 43.- Estas Normas tendrán vigencia a partir del  quince de  junio de dos mil diez. 

(Aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero, en Sesión CD-23/10 de fecha 09 de junio de 2010)
(1) Reformas aprobadas por el Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero, en Sesión CD-31/10 de fecha 18 de agosto de 2010, con vigencia a partir de la fecha de su comunicación.

Anexo No.1

DEFINICIONES DE TÉRMINOS 

Para efectos de las Normas para el Sistema de Tarjetas de Crédito se entenderá por:

a) Análisis de crédito: Es el proceso mediante el cual se verifica que el tarjetahabiente cumpla con el perfil definido en la política para el otorgamiento de crédito de cada emisor. Este proceso puede realizarse mediante sistemas automatizados de medición de riesgo.
b) Capacidad de pago: Evaluación  del flujo de ingresos y egresos  o gastos generados en un período de tiempo determinado.

c) Días de atraso: Se calcularán diariamente y corresponde a los días transcurridos a partir del día siguiente de la primera fecha límite de pago incumplida hasta el día anterior en que el tarjetahabiente efectúe al menos el pago mínimo, o la fecha de corte del último estado de cuenta en que aún no se ha realizado el pago correspondiente.

d) Estado de cuenta: Documento de aviso de cobro que detalla la totalidad de transacciones realizadas por el tarjetahabiente desde el día después de la fecha de corte del mes anterior. 

e) Extrafinanciamiento: Crédito adicional al crédito autorizado a los tarjetahabientes, que han calificado con base a políticas y parámetros establecidos y definidos por los emisores y/o coemisores,  amortizado mediante cuotas mensuales u otra forma que permita el cálculo de intereses sobre saldos insolutos. 

f) Fecha límite de pago: Última fecha en la que el tarjetahabiente debe efectuar al menos el pago mínimo requerido, para no incurrir en mora.

g) Fecha de corte: Fecha hasta la cual se actualizan e incorporan las transacciones y cálculos efectuados en el período transcurrido entre dos estados de cuenta consecutivos.

h) Interés corriente: Es el importe de intereses que devenga el saldo de capital establecido a la fecha de corte del estado de cuenta del mes anterior, considerando el saldo diario que de dicho monto se mantenga pendiente de cancelar hasta la fecha de corte del estado de cuenta del mes actual.

i) Interés o recargo moratorios: Corresponde al interés calculado diariamente tomando en cuenta los días de atraso y la tasa de interés moratoria convenida, o bien al recargo mensual que se aplicará sobre los saldos de capital en mora.

j) Límite de crédito: Monto máximo acordado en el contrato de apertura de crédito, que el emisor y/o coemisor pone a disposición del tarjetahabiente de conformidad a las condiciones pactadas en el contrato.

k) Mora: Incumplimiento en que incurre el tarjetahabiente cuando no realiza al menos el pago mínimo indicado en su estado de cuenta en la fecha límite de pago.

l) Pago de contado: Monto total que el tarjetahabiente debe de pagar a más tardar en la fecha límite de pago. 

m) Pago mínimo: Cantidad mínima que el tarjetahabiente debe pagar a más tardar en la fecha límite de pago indicada en el estado de cuenta para no incurrir en mora.

n) Plazo al vencimiento: Plazo del financiamiento estipulado en el contrato.
ñ)
Período de facturación: Período comprendido entre el día siguiente de la fecha de corte del mes anterior y la fecha de corte del mes actual.

o) Período de pago: Período comprendido entre la fecha de corte del estado de cuenta del mes actual y la fecha límite de pago establecida en el mismo estado de cuenta.

p) Saldo de capital: Valor conformado por los saldos de capitales de compras y retiros de efectivo, sin incluir intereses, comisiones y recargos, el cual podrá tener dos componentes: un primer componente (A), si lo hubiere, correspondiente al saldo de capital determinado a la fecha de corte del estado de cuenta del mes anterior, y un segundo componente (B) correspondiente al saldo de capital generado en el período de facturación del estado de cuenta del mes actual, considerando la amortización realizada por el tarjetahabiente a ambos componentes (A y B) durante el período de facturación del estado de cuenta del mes  actual.

q) Saldo adeudado: Es el valor total conformado por la suma del saldo de capital, más los saldos de intereses, comisiones y recargos si los hubiere.

r) Saldo de capital en mora: Sumatoria de los saldos de capital de los pagos mínimos atrasados.

s) Sistema de Control Interno: Consiste en todas las políticas y procedimientos (controles internos) adoptados por la administración de una entidad para auxiliar en el logro del objetivo de la administración de asegurar la conducción ordenada y eficiente de su negocio, incluyendo la adhesión a las políticas , la conservación de los activos, la prevención y detección de fraudes y errores, la exactitud e integridad de los registros contables y la preparación oportuna de información financiera confiable. 

t) Sistemas de Seguridad Informática: Es el conjunto de medios administrativos, técnicos y de personal que de manera interrelacionada garantizan niveles de seguridad informática en correspondencia con la importancia de las operaciones que se pretenden proteger y de los riesgos inherentes asociados a los mismos. 

u) Sistema Anti fraudes: Son los sistemas establecidos por las entidades para la detección preventiva de operaciones fraudulentas, los cuales son parametrizados tomando en cuenta las características particulares de los titulares de tarjetas de crédito y de las operaciones realizadas por éstos. Estos sistemas tienen como objetivo, emitir alertas preventivas en los casos de operaciones consideradas anormales según la parametrización definida.

ANEXO No. 2

REQUISITOS MÍNIMOS DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN 
Para toda entidad que iniciará a operar tarjetas de crédito es requisito mínimo presentar a la Superintendencia la siguiente información:
1. Descripción general del módulo de tarjeta de crédito y de sus principales procesos.

2. Diseño relacional del módulo de tarjeta de crédito.

3. Descripción detallada de los archivos y campos (Diccionario de datos) del módulo de tarjeta de crédito.

4. Manual de Usuario.

5. Listado del tipo de usuarios que tendrán acceso, especificando el cargo del usuario y el tipo de acceso que tendrán a cada una de las opciones del sistema.

6. Detalle del personal técnico que efectuará el mantenimiento, administrará los sistemas, base de datos, debiendo incluir su ubicación geográfica.

7. Características del equipo central y periféricos.

8. Descripción del sitio alterno, incluyendo las características del equipo utilizado.

9. Certificación de cumplimiento de las políticas y procedimientos establecidos por las marcas VISA o Mastercard, etc. según sean los tipos de tarjeta a emitir.

10. Descripción técnica de los siguientes aspectos:

a. Sistema utilizado para el control de reclamos efectuados por los tarjetahabientes.

b. Herramientas informáticas y medidas de seguridad utilizados en el caso de prestar servicios mediante servicios electrónicos.
c. Sistema informático utilizado contra la prevención de fraudes  tecnológicos.

11. Documentación autorizada y actualizada de los siguientes aspectos:

a. Tipo de tarjeta, nombre comercial y las marcas que serán emitidas. 

b. Manejo de claves de acceso

c. Extracción  y generación de información histórica.

d. Fórmulas para los procesos de cálculo de intereses, comisiones, recargos, pago mínimo, prelación de pagos, etc., incluyendo la identificación de los  códigos fuentes respectivos que ejecutan cada proceso.

e. Mantenimiento de Número de Identificación Personal (PIN) en tarjetas de crédito.

f. Descripción del contenido de la tarjeta de crédito.

g. Atención de requerimientos de cambio del sistema.

12. Análisis de Impacto del Negocio (BIA).
13. Plan de Continuidad del Negocio (BCP).
14. Plan de Recuperación de Desastres (DRP).
15. Copia de los siguientes contratos:

a. Garantía o mantenimiento del equipo central y periféricos.

b. Garantía o mantenimiento de los programas, si éstos han sido contratados a terceros.

c. Entre el emisor y Adquiriente y entre el Adquiriente y las Instituciones afiliadas.

d. Entre el emisor y el proveedor del procesamiento de datos.

	ANEXO No.3



	ENTIDAD________________

	TASAS DE INTERÉS, COMISIONES Y RECARGOS PARA TARJETAS DE CRÉDITO

	 VIGENTES DEL _____ AL _______ DE _____ 

	 
	
	
	 
	 
	 
	 

	No.
	TIPO DE TARJETA
	LIMITE MÍNIMO
	TASA DE INTERÉS ANUAL
	COMISIONES
	RECARGOS 

	
	
	
	NOMINAL 
	EFECTIVA 
	MEMBRESÍA
	PROGRAMA DE SEGURO O PLAN DE PROTECCIÓN
	INTERÉS MORATORIO ANUAL
	RECARGO MORATORIO MENSUAL 

	
	
	
	
	
	TITULAR
	ADICIONAL
	
	
	

	1
	TARJETA 1
	US$
	%
	%
	US$
	US$
	US$
	%
	US$

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2
	TARJETA 2
	US$
	%
	%
	US$
	US$
	US$
	%
	US$

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	3
	TARJETA 3
	US$
	%
	%
	US$
	US$
	US$
	%
	US$

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	..
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	..
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	n-1
	TARJETA n-1
	US$
	%
	%
	US$
	US$
	US$
	%
	US$

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	N
	TARJETA n
	US$
	%
	%
	US$
	US$
	US$
	%
	US$

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 
	
	
	
	
	 
	 
	 
	
	

	NOTAS
	
	
	
	
	
	

	1- Las comisiones y los recargos se cobran siempre que hayan sido previamente contratados o autorizados por el tarjetahabiente.

	2- Las comisiones y recargos serán cobradas siempre que el tarjetahabiente haga uso de los mismos.  

	3- No se cobran intereses sobre intereses, ni sobre comisiones u otros cargos. Tampoco se cobra dos veces un mismo hecho generador.

	4- El monto del crédito no puede aumentarse sino es con la autorización por escrito del titular y fiador, este último si lo hubiere. 

	5- Si se cancela el saldo de la tarjeta de crédito señalado en el estado de cuenta mensual como "pago de contado", no paga intereses bonificables. 


ANEXO No. 4

CONTROL DE RECLAMOS O DENUNCIAS

	Nombre de la entidad: 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Fecha de referencia: 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	No. Correlativo
	Tipo de Reclamo
	Fecha de Presentación
	Nombre del Tarjetahabiente
	No. Referencia del Reclamo
	Breve descripción del Reclamo
	Monto Reclamado
	Provisión Contable
	Fecha de Resolución
	Tipo de Resolución
	Oficina que atendió el Reclamo
	Nombre del Empleado Responsable
	Teléfono Directo y Dirección electrónica

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Positiva
	Negativa
	
	
	

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Instrucciones
 
 
 
 
 
 
 
 
 

No. Correlativo
 

Número de reclamos en este Reporte
 
 
 
 
 

Tipo de Reclamo
 

Clasificación propia de la entidad según producto.
 
 
 
 
 

Fecha de presentación.
 
Fecha en la que el tarjetahabiente presentó el reclamo a la entidad
 
 
 
 

Nombre del tarjetahabiente
 
Nombre del Titular de la cuenta sujeta al reclamo.
 
 
 
 
 

No. Referencia del Reclamo

Número de control y seguimiento asignado por la entidad
 
 
 
 

Breve descripción del Reclamo

Descripción de la inconformidad del tarjetahabiente que motiva el reclamo
 
 
 
 

Monto Reclamado
 

El valor en US$ que implicaría reconocer a la entidad a favor de su tarjetahabiente
 
 
 

Provisión Contable
En caso que la entidad haya previsto la probabilidad de reconocer un gasto originado en el reclamo antes de su resolución

Fecha de Resolución
 

Fecha en que la entidad dio respuesta al tarjetahabiente
 
 
 
 
 

Tipo de Resolución
Positiva: Cuando se haya reconocido a favor del tarjetahabiente; Negativa: Cuando se haya resuelto que el reclamo es infundado y por consiguiente en contra de los intereses del tarjetahabiente
Oficina que atendió el Reclamo

Nombre de la unidad de la entidad responsable de atender el reclamo
 
 
 
 

Nombre del Empleado Responsable
Nombre del funcionario de más alto nivel dentro de la entidad que se responsabiliza por la respuesta dada al tarjetahabiente ante el reclamo presentado.

No. Telefónico y dirección electrónica
Número telefónico y correo electrónico directo en que se puede contactar a la persona que atendió el reclamo.
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